Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 9 minutos) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda da la 
bienvenida a los representantes de los funcionarios de la Corte Electoral, a quienes les cede el uso de la 
palabra. 


SEÑOR LAZZARINI.- Gracias, señora Presidenta. 


Hemos venido en representación de los funcionarios de la Corte Electoral a reiterar algunos 
temas que ya fueron planteados en instancias anteriores, como en el Presupuesto del año 2005 y en la 
Rendición de Cuentas del 2006, y que refieren fundamentalmente a tres temas. Por un lado, está la 
redistribución de las partidas de los actos electorales para que se repartan en forma equitativa entre todos 
los funcionarios de la Corte. Para ello se debe buscar una fórmula, en lo posible de carácter permanente, 
para el actual sistema de horas extras, que hasta el momento tantos problemas y diferencias ha traído 
entre los funcionarios. Creemos que ese sistema no tiene cabida actualmente, puesto que se ha dificultado, 
por parte de la Corte, obtener las partidas para horas extras, a lo que además los funcionarios hemos dicho 
que no porque, como ya mencioné, no se distribuyen en forma equitativa y no todos tienen acceso. 


Por otro lado, está el tema del retiro incentivado. Al respecto, el año pasado se nos informó que 
la Corte Electoral no lo había incluido en el Mensaje y por ello no fue tratado en la Rendición de Cuentas 
anterior. Se trata de un tema que nos interesa porque tenemos 180 compañeros que estarían en 
condiciones de acceder a este retiro. Por lo tanto, en este momento solicitamos su aprobación. En razón de 
que en una primera instancia se nos informó que el artículo tenía costo -por lo tanto, no íbamos a seguir 
insistiendo en el Senado- buscamos un elemento, como es la subrogación especial, mientras no se creen 
los cargos, para tratar que organismo siga funcionando. 


Por otra parte, quisiéramos referirnos al tema de la presupuestación de 21 funcionarios que están 
contratados en forma permanente. Esta situación nos importa desde el punto de vista de la carrera 
administrativa ya que, salvo en ese aspecto, estos funcionarios no tienen diferencias con los 
presupuestados. 


Me gustaría que la compañera Lía Vinci se refiera específicamente a los artículos mencionados. 


SEÑORA VINCI.- Agradezco a los señores Senadores por habernos recibido. Quisiera desarrollar y hacer 
hincapié brevemente en algunos aspectos sustanciales de estos tres artículos, que fueron resueltos por la 
asamblea. Uno de ellos es el que llamábamos “proyecto plus” o proyecto alternativo de redistribución de las 
partidas que ingresan a la Corte Electoral, a los efectos de remunerar la extensión horaria que deben 
realizar los funcionarios en oportunidad de la realización de los diferentes actos que de acuerdo con la 
Constitución debemos llevar a cabo. 


Este proyecto fue aprobado en un plebiscito, a padrón abierto, por el 97% de los funcionarios. 
Hoy por hoy, ha sido aprobada una reglamentación con una fuerte carga de responsabilidad hacia los 
funcionarios, que lamentablemente no ha podido ser acordada con la Corte Electoral, ya que ésta no quiso 
comprometerse a aceptar un reglamento si previamente no se había aprobado un proyecto al respecto. 


Actualmente, estamos en condiciones de que exista un sistema en forma permanente, lo que 
también fue aprobado por asamblea. En lo que queda del quinquenio, esperamos lograr la distribución de 
las partidas que ingresen al organismo a través de un mecanismo que quede legislado; también aspiramos 
a que, fundamentalmente en ese artículo, queden establecidas determinadas bases reglamentarias -como 


en otros artículos que reglamentan otras partidas especiales- de manera que no quede librado únicamente 
a la voluntad de la Corte Electoral, cualquiera sea su integración. 


Digo esto en virtud, fundamentalmente, de que tenemos una situación “sui generis” en cuanto al 
ámbito de negociación colectiva. Cabe aclarar que nosotros no tenemos la posibilidad de utilizar lo creado 
en este período a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque la Corte Electoral se negó a 
participar en ese ámbito. Esto significa que quedamos librados a lo que negociemos, por un lado, con las 
autoridades del organismo, por otro, con los organismos del Estado que forman parte de ese ámbito de 
negociación colectiva y, a su vez, con esta instancia en el Parlamento, donde venimos a buscar el apoyo 
para que se pueda comprender la situación en que nos encontramos. 


Queremos recalcar que somos conscientes de que el término “igualitario” muchas veces no se 
comprende, a diferencia de “equitativo” que nos gusta mucho a todos, pero tiene muchas interpretaciones. 
Por cierto, la forma de funcionamiento en la Corte Electoral es muy “sui generis”, no porque nos creamos 
poseedores de esta característica, sino porque la propia tarea tiene determinadas particularidades. Voy a 
dar un solo ejemplo: la elección universitaria que se va a procesar. La comisión organizadora de una 
elección universitaria requiere de funcionarios que son elegidos en función de su filiación partidaria: uno por 
el Partido Colorado, otro por el Partido Nacional y otro por el Frente Amplio. Esta integración no 
necesariamente implica que los funcionarios tengan el mismo cargo. Antes, existía un procedimiento que, 
por cierto, fue derogado en virtud de la lucha que llevamos adelante en ocasión de la ley relativa al Banco 
de Previsión Social, pero podemos decir que si se pagara en función del cargo que ocupan, estarían 
percibiendo una partida igual para todos, pero la retribución sería diferente. Esto ocurriría en el caso de 
aplicar, por ejemplo, el TOFUP en todos sus términos. Hay muchísimas tareas que tienen su particularidad; 
por ejemplo, la de instructor —otra de las tareas especiales- se desarrolla por funcionarios que van desde 
directores a administrativos V, y ello se debe a que esta tarea no está ligada al cargo. A este respecto, 
debemos señalar que compartimos la idea de que se deben mejorar mucho las formas de selección de 
personal, lo que podría lograrse a través de un mecanismo permanente, a cargo de un departamento de 
recursos humanos, que es vital a la hora de la reestructura, pero que no tenemos. 


Estos son ejemplos de esa especificidad de funcionamiento, que hace que no se comprenda 
políticamente cuando solicitamos una partida mensual e igualitaria para todos, que ubique al organismo en 
posición de función electoral, donde todos hagamos la tarea que nos corresponda. En los hechos, lo que 
ocurre es que los funcionarios no sólo salen de la sección a cumplir tareas en otros lugares, sino que 
también determinadas tareas especiales se cubren independientemente del cargo que se ocupe. 


SEÑOR LAZZARINI.- Simplemente quisiera hacer una acotación: con relación al proyecto de 
redistribución de partidas. Más allá de que nosotros hemos reiterado la presentación de una iniciativa en 
ese sentido, estamos dispuestos a discutir cualquier opción que contemple las características ya 
señaladas, es decir, que sea mensual y equitativa para todos los funcionarios y que sea una de las formas 
de instrumentar un sistema lo más permanente posible para evitar las reiteradas solicitudes de horas 
extras, con los problemas que ocasionan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicitamos a la delegación que concrete el planteo, porque ya tenemos 
esperando a la siguiente. 


SEÑORA VINCI.- Quiero resaltar que los tres artículos son sin costo. Fundamentalmente hacia eso apuntó 
el cambio respecto a lo que habíamos presentado en la Cámara de Representantes, referido al retiro 
incentivado, cuando planteamos el descongelamiento de las vacantes que se habían producido a través de 
la Ley N* 17.556 de 2001, que generaba determinado costo. Luego de determinados intercambios a nivel 
político, pudimos lograr la propuesta de la subrogación especial, que habilitaría a la Corte Electoral a contar 
con el dinero para pagar a los funcionarios que subrogaran los cargos que quedarían como existentes, pero 
en forma virtual, ya que serían “llevados a su casa” por los funcionarios que se acogieran a ese retiro 
incentivado. 


Ese es el argumento por el cual cambiamos el planteo que inicialmente habíamos hecho en la 
Cámara de Representantes. 


Respecto al proyecto alternativo, no tenemos nada que agregar a lo que venimos diciendo desde 
el año 2005. Esperamos poder encontrar un camino de solución entre los diferentes actores. Sí quiero 
resaltar, con respecto a las bases reglamentarias establecidas en el artículo, que en caso de que éste sea 
aprobado, de alguna manera se determinen allí para garantizar que al no tener un ámbito de negociación 
colectiva, no quedemos solos en la negociación con la Corte Electoral. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La propuesta que están planteando se encuentra en el repartido y se refiere a 
los artículos 1*, 8” y 12 del Mensaje de la Corte Electoral. 


SEÑORA VINCI.- Así es, señora Presidenta. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación el material que nos deja. 
SEÑORA VINCI.- Muchas gracias. 

(Se retira de Sala la Asociación de Funcionarios Electorales) 


(Ingresan a Sala los abogados contratados por la Dirección Nacional de Coordinación del Interior 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos recibiendo a los Abogados contratados por la Dirección Nacional de 
Coordinación del Interior del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para referirse al Proyecto de Ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, y les comunicamos que disponen de 10 
minutos para hacer su exposición. 


SEÑORA UMPIERREZ.- Muchas gracias por recibirnos en la mañana de hoy. 


Comparecemos en representación de 17 profesionales abogados contratados por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social para atender 28 oficinas de trabajo del interior del país. 


Nuestra modalidad de trabajo se basa en un contrato de arrendamiento de obra, según lo que 
dispone el artículo 384 de la Ley N* 17.296, y nuestra tarea es prestar asesoramiento jurídico y mediar en 
conflictos individuales y colectivos de trabajo en el interior. Dicha contratación fue efectuada luego de un 
llamado abierto a concurso de oposición y méritos que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social realizó el 
año pasado. 


Esta modalidad de contrato a término prevé una solución transitoria a una necesidad definitiva o 
permanente que está intrínsecamente vinculada a la finalidad misma de este Ministerio y, además, trae 
aparejados muchos inconvenientes para quienes comparecemos, ya que desde hace más de cinco años -y 
sin excepción- vemos demorado el cobro de nuestros honorarios entre seis y nueve meses. Hay que tener 
en cuenta todo lo que ello implica. En la actualidad, tenemos una demora de casi siete meses en el pago 
de nuestros honorarios. 


Por tales razones y luego del aval de nuestras aptitudes y experiencia para realizar esta tareas, el 
Ministerio y nuestra Dirección —DINACOIN, Dirección Nacional de Coordinación del Interior- envían en la 
solicitud de su Presupuesto al Poder Ejecutivo su pretensión de que pasemos de esta modalidad a la de 
contrato de función pública permanente, calidad que revisten los profesionales abogados representantes 
del Poder Ejecutivo en los Consejos de Salarios y todos aquellos funcionarios del Estado en situación 
similar a la nuestra, de acuerdo con lo que dispuso la Ley N* 17.930. 


Sin embargo, el Poder Ejecutivo cambia la iniciativa del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
envía a la Cámara de Representantes el artículo 219 del proyecto de Rendición de Cuentas, por el cual se 
facultaría a contratarnos en la modalidad de contrato a término -cuyo plazo es el mismo que el del 
arrendamiento de obra, es decir, de un año- previendo el aumento del gasto que ello implicaría -o sea, los 
aportes a la seguridad social y el pago de aguinaldos- y habilitando una partida complementaria a tales 
efectos de $ 662.489 anuales. 


Esta solución prevista por el Poder Ejecutivo significaría seguir en la misma situación en la que 
estamos actualmente: demoras en el cobro de honorarios e incertidumbre sobre el futuro de nuestra 
relación laboral, lo que no se condice con lo dispuesto por el artículo 16 de este proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas, ya que prohíbe la existencia de contratos a término a partir del 31 de diciembre de 
2009. 


Presentada nuestra solicitud ante la Comisión homónima de la Cámara de Representantes, ésta — 
tal como surge de la versión taquigráfica, que adjuntamos y agregamos en el CD que les vamos a entregar- 
vota la supresión del artículo 219, pues confunde nuestros cargos de abogados contratados con los de los 
cuerpos inspectivos de este Ministerio, tarea que no cumplimos, ni tenemos facultad otorgada para ello, 
pues corresponde exclusivamente a la Inspección General de Trabajo, a la que no pertenecemos. 


Además, cabe puntualizar que tanto la contratación a la que aspiramos como la sugerida por el 
Poder Ejecutivo —contrato a término- no generan gastos complementarios en virtud de que ya fueron 
previstos presupuestalmente por el Poder Ejecutivo con la partida complementaria que habilitará la 
Contaduría General de la Nación, anteriormente referida. 


Ante todo esto, venimos a solicitar a esta Comisión que se incluya en este proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas el siguiente artículo, tal como fuera enviado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social al Poder Ejecutivo: “Los profesionales abogados que actualmente prestan funciones en las Oficinas 
de Trabajo del Inciso 13 “Ministerio de Trabajo y Seguridad Social' en el interior de la República y que 
fueron contratados al amparo de lo dispuesto por el Art. 384 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, 
quedarán reconocidos, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, en su calidad de funcionarios 
contratados permanentes. 


Derógase el Art. 384 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, cuyo crédito será destinado a 
financiar los contratos de función pública del inciso precedente. 


La Contaduría General de la Nación habilitará una partida complementaria de $ 662.489 (pesos 
uruguayos seiscientos sesenta y dos mil cuatrocientos ochenta y nueve) anuales”. 


Esta es la redacción del artículo que nosotros sugerimos que se incluya. 


Por otra parte, quiero agregar que algunos de nuestros compañeros vienen del interior y muchos 
de los que estamos hoy presentes nos trasladamos a nuestro costo a cumplir tareas en oficinas de trabajo 
del interior, algunas de las cuales se ubican a más de 100 kilómetros. 


Es cuanto quería manifestar. Muchas gracias. 


SEÑOR LONG.- Quisiera consultar a la doctora Umpiérrez acerca de la propuesta que leyó al final de su 
exposición. ¿Coincide ésta exactamente con la redacción del Poder Ejecutivo que fuera remitida al 
Parlamento? 


SEÑORA UMPIERREZ.- Es igual a la que remitió el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social al Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR LONG.- Entonces, le solicito a la delegación que nos deje una copia. 
SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa aclara al señor Senador que figura en la página 13 del repartido. 


SEÑORA UMPIERREZ.- También lo pueden encontrar en el CD que dejamos a disposición de los señores 
Senadores. 


SEÑORA PERCOVICH.- La propuesta de la delegación es clara. Lo que me llama la atención es la 
demora en el cobro, por lo que me gustaría saber cómo se relaciona ello con la calidad de contratación a 
término que tienen ustedes. 


SEÑORA UMPIERREZ.- La explicación es la siguiente. En general comenzamos a trabajar sin suscribir 
contrato de trabajo. Nuestro expediente se abre, pasa primero a la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
luego al Tribunal de Cuentas, después a la Presidencia de la República y, por último, al Ministerio de 
Economía y Finanzas. Si cumplió esos pasos sin que se le realizaran objeciones, recién en esa instancia 
vuelve al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que, en acuerdo del Consejo de Ministros, se firme 
la resolución por la cual se permite a esa Cartera contratarnos. Desde hace cinco años este trámite 
demora -sin excepción alguna- entre seis y nueve meses. Por ejemplo, actualmente hace cerca de siete 
meses que no cobramos. 


SEÑOR BARAIBAR.- Me gustaría saber cuánto hace que ustedes están trabajando en el Ministerio. 


SEÑORA UMPIERREZ.- Algunos hace más de cinco años que empezamos a trabajar. El año pasado se 
realizó un concurso abierto de oposición y méritos, lo salvamos, y por eso continuamos trabajando. 


SEÑOR BARAIBAR.- ¿El atraso refiere al cobro anual? 


SEÑORA UMPIERREZ.- Nuestro contrato es anual, con renovación por un año más. Primero debemos 
esperar entre seis y nueve meses la firma de ese contrato. A su vez, hay que solicitar la renovación antes 
de que se venza, y también tiene una demora de entre seis y nueve meses. Cabe aclarar que debemos 
cumplir nuestra función porque somos quienes mediamos en los conflictos individuales y colectivos de 
trabajo en el interior del país y los regulamos. Imaginen los señores Senadores que es imposible trasladar 
a los trabajadores a Montevideo para que reciban asesoramiento jurídico. Actualmente, nuestra Dirección 
tiene solo dos abogados, por lo que es imposible que puedan cubrir las 28 oficinas que abarcamos 
nosotros, que somos 17. 


SEÑOR BARAIBAR.- Esas partidas anuales, ¿son las remuneraciones que reciben ustedes por todo el 
año? 


SEÑORA UMPIERREZ.- La remuneración es mensual. Nosotros facturamos al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social nuestros honorarios más IVA. Entonces, puede ocurrir, como hoy, que se venza el IVA, y 
como no cobramos lo que facturamos desde enero hasta junio —el Ministerio de Trabajo y Seguridad no 
nos pagó la totalidad de la partida- para abonar ese impuesto algunos tuvimos que solicitar un préstamo. 


SEÑORA RUBIO.- Es importante destacar que la función que nosotros cumplimos no se adecua al contrato 
de arrendamiento de obra porque no realizamos una obra que termine en el tiempo, sino que cubrimos una 
necesidad permanente que tiene el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el interior. Además, no sólo 
trabajamos en las capitales de departamento; por ejemplo, en mi caso cubro tres oficinas más y debo 
trasladarme a mi costo —tomando doble ómnibus o gastando nafta, porque no hay transporte directo— ya 
que no nos han reembolsado los pasajes ni los honorarios. 


En definitiva, esto sucede todos los años en una función que se debe cubrir en forma 
permanente y por eso solicitamos que se nos contrate también en forma permanente. Además, si nosotros 
no cubrimos esa función, la deberá cubrir otro abogado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Definitivamente, esto que mencionan conspira contra la descentralización, 
porque no damos el servicio a los trabajadores del interior como corresponde. 


Si entendí bien, este artículo 219 que ustedes proponen había sido enviado por el Ministerio en la 
versión original; después no se recogió en la versión que llegó al Parlamento y, a su vez, la Cámara de 
Representantes aprobó un artículo 219 que nada tiene que ver porque se refiere a la derogación del inciso 
segundo del artículo 32 de la Ley N* 18.046. Además, esta propuesta no tiene costo. 


SEÑOR BARAIBAR.- ¿Ustedes hicieron este planteo en la Cámara de Representantes? 


SEÑORA UMPIERREZ.- Así es. El problema es que cuando concurrimos nos hicieron pasar junto con los 
administrativos de inspección, por lo que se confundieron y pensaron que somos un cuerpo inspectivo. 
Nosotros no somos cuerpo inspectivo, sino abogados contratados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay dos aspectos distintos. 


SEÑORA UMPIERREZ.- Este artículo estaba en la versión original del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social; pero el Poder Ejecutivo manda al Parlamento un artículo 219 que prevé un contrato a término, lo 
que implica que tendríamos que dar nuevamente un concurso. La Comisión de Presupuesto de la Cámara 
de Representantes vota el artículo confundiéndonos con inspectores, y luego se suprime. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero informar a los señores Senadores que la versión que llega a la Cámara 
de Representantes dice que los profesionales abogados que actualmente prestan funciones en la Oficina 
de Trabajo, Inciso 13, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el interior de la República y que fueron 
contratados al amparo de lo dispuesto por el artículo 384 de la Ley 17.296, de 21 de febrero de 2001, 
quedarán reconocidos a partir de la entrada en vigencia de la presente ley en su calidad de funcionarios 
contratados permanentes. A su vez, prevé la misma partida. 


Sin embargo, la Cámara de Representantes no aprueba esa norma ya que el artículo 219 se refiere 
a la derogación del inciso segundo del artículo 32 de la Ley N* 18.046, relativo al Fondo de Solidaridad. 


SEÑORA UMPIERREZ.- Hay un error. El artículo que llega a la Cámara de Representantes faculta al Poder 
Ejecutivo a celebrar contratos a término, previendo esa partida. Ese contrato a término por un año tiene el 
mismo costo que el de función pública permanente al que aspiramos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por eso decía que la partida es exactamente la misma que la propuesta. 


Agradecemos a la delegación la información brindada y les comunicamos que cuando la Comisión 
considere este tema, discutirá el asunto que les concierne. 


(Se retira de Sala la delegación de abogados contratados de la Dirección Nacional de Coordinación 
del Interior del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


(Ingresa a Sala el representante de Colectivo Infancia) 


Damos la bienvenida al representante de Colectivo Infancia, quien viene a exponer su 
problemática en cuanto a la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. El delegado 


explicó que el resto de la delegación no pudo concurrir en la mañana de hoy ya que está en una reunión 
con el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR FONTONA.- Les hemos enviado, por correo electrónico, un pequeño repartido donde figura la 
posición de todo el Colectivo Infancia. 


Como ustedes saben, el Colectivo Infancia está integrado por organizaciones de la sociedad civil, 
lleva adelante 650 proyectos en convenio con el INAU y atiende a 54.000 niños. Está conformado por 
varias redes de organizaciones, es decir, redes de segundo grado. Allí están las organizaciones del CAIF, 
del Comité de Montevideo, ANONG, AUDEC, FIPEI y FIPAN. 


Creo que es importante señalar que, dentro de las organizaciones de la sociedad civil que 
atendemos el 93% de los niños del INAU, esta es la segunda red de protección a la infancia y 
adolescencia que tenemos en el país. Después de la ANEP, que es la red más grande, la segunda que le 
sigue en tamaño es ésta. Y nosotros tenemos la particularidad de estar presentes en muchos ámbitos 
donde no está la ANEP, atendiendo a la primera infancia en el Plan CAIF, donde esta Administración sólo 
atiende 3.000 niños. Además, estamos presentes en todos los programas con niños en situación de calle, 
internados y adolescentes. Coincidimos con la ANEP en la edad escolar de los niños, pero atendiendo a los 
chiquilines que están muy propensos a salirse del sistema educativo formal. De manera que esta red se 
encarga del cuidado de la atención de la infancia y pasa, principalmente, por las organizaciones de la 
sociedad civil. 


¿Por qué solicitamos estar hoy aquí? Porque en la Rendición de Cuentas, así como ha venido de 
la Cámara de Representantes, hasta el año 2011 vamos a seguir recibiendo los mismos recursos que 
recibíamos en el 2004. Atendemos el 93% de los niños, pero con el 90% de los servicios y vamos a seguir 
recibiendo hasta el 2011 —porque esta es la última oportunidad para un incremento- lo mismo que 

recibíamos en el 2004, año en el que el organismo tuvo una transferencia -según los datos del 
Ministerio de Economía y Finanzas, comparando los años 2004 y 2009- de U$S 50:000.000. O sea que 
atendemos al 93% de los niños y, sin embargo, participamos sólo del 30% del presupuesto del organismo. 
De manera que esta es una situación crítica para nosotros, y venimos exponiendo este tema Rendición de 
Cuentas tras Rendición de Cuentas; se nos anunció que en la próxima se resolvería el problema, y como 
esta es la última, hoy venimos a hacer estos planteos. 


¿Qué es lo que estamos solicitando? Ello está bien desglosado en el documento que se entregó 
a los señores Senadores. En definitiva, aspiramos a mejorar la calidad de los servicios que se brindan a los 
niños y a los adolescentes, siguiendo las pautas y los objetivos que establece el organismo rector de las 
políticas de la infancia. 


Los señores Senadores recordarán que a las organizaciones de la sociedad civil no se nos paga 
por la totalidad de los niños que atendemos. Cuando nacieron estos proyectos se pensaba en una 
integración social en la que los ciudadanos también podían pagar por la prestación de estos servicios, pero 
como quedamos atendiendo, fundamentalmente, a los pobres, no recibimos aportes y, por tanto, las 
asociaciones civiles hemos tenido que cubrir todo sin percibir el dinero para la atención de la totalidad de 
los niños. 


Entonces, aspiramos a que las remuneraciones dentro de nuestras organizaciones tengan el 
mismo valor que las del INAU; es lo único que estamos planteando. 


Si los señores Senadores observan unos informes que ha hecho el mismo CAIF, en las 
organizaciones, los sueldos del personal de servicio y de limpieza son de $ 20 o $ 21 la hora, mientras 
que los educadores cobran $ 38 la hora, por lo que se trata de sueldos muy sumergidos. Por otro lado, 
estamos participando de los consejos de salarios, pero, ¿qué podemos negociar allí? Entonces, 
necesitamos mejorar las remuneraciones del personal e incorporar más gente en las organizaciones para 
poder brindar un servicio de calidad. Además, nos parece importante para mejorar esta calidad, poder 


incrementar la participación y el trabajo con la comunidad y la familia; no basta con atender a los niños, 
sino que necesitamos acrecentar el trabajo con la familia, pero la escasez de recursos nos ha llevado 
muchas veces a replegarnos. 


Por eso es que felizmente podemos acompañar el Presupuesto planteado por el INAU en varios 
de sus artículos, como el 9%, 10, 11 y 17, pero fundamentalmente el artículo 11, que establece la mejora a 
todos los proyectos que existen actualmente en el INAU, que atienden a 54.000 niños y que han sido 
sistemáticamente postergados en las sucesivas Rendiciones de Cuentas. Entonces, para nosotros es 
fundamental este artículo que atiende a todos por igual, tanto a los CAIF -que atiende a los dos tercios de 
la población del INAU- como al resto de los servicios. De modo que para nosotros son muy importantes los 
artículos 11 y el 10 -por lo menos, una parte de su redacción- porque allí se piden recursos para dar 
continuidad al Programa de Infancia y Familia en la atención de los niños en situación de calle y para 
duplicar la atención. Creemos que, al menos, es necesario mantener esos servicios que son escasos. 


De manera que si se atienden los artículos 11 -en su totalidad- y 10 -en una parte del INAU, 
podremos fortalecer a las organizaciones de la sociedad civil que están prestando servicios y que van a 
poder asumir otros que se espera adicionar y que están planteados en el Presupuesto. Si hubiese recursos 
para atender todo, estaríamos haciendo un planteo diferente, pero como tenemos que priorizar, hacemos 
énfasis en estos dos artículos que estarían significando aproximadamente U$S 8:000.000. 


SEÑOR LONG.- Ante todo quiero saludar al señor Fontona y felicitarlo a él y, a través suyo, al Colectivo 
Infancia, por toda la obra que están haciendo, que es verdaderamente extraordinaria. En realidad, 
conocemos solamente una parte de ella, pero un botón, o algunos botones, nos sirven para muestra. 


En el día de ayer recibimos la comparecencia del INAU, tuvimos una discusión bastante extensa 
sobre estos temas y en lo personal enfatizamos en estos mismos conceptos y en estos mismos artículos. 
Por supuesto que también hemos tenido a la vista el informe que nos enviara el propio Colectivo Infancia y 
las diversas asociaciones que lo integran. En este sentido, no quiero ir más allá de lo que se conversó en el 
día de ayer ni adjudicar palabras a nadie, pero me pareció que surgió de la Comisión una disposición 
bastante firme en el sentido de avanzar en el otorgamiento de nuevos recursos para atender estos temas. 
La diferencia entre lo enviado por INAU y lo incluido en la propuesta del Poder Ejecutivo es prácticamente 
del cien por ciento, porque lo que se incorporó fue mínimo. Es decir que habría que agregar todos los 
artículos con costo de INAU, lo que seguramente no va a ser posible. Pero el señor Fontona ha hecho un 
buen aporte en marcar los mayores énfasis —-que estarían en el artículo 11 y en una parte del artículo 10-—, 
por lo menos para mantener el Programa Infacalle que está funcionando en la actualidad. 


De modo que, por mi parte, simplemente quiero trasladar mi convicción de que este es uno de los 
temas más importantes que tenemos en este tramo y mi percepción de que ha habido una disposición —lo 
podrán corroborar los demás Senadores- de buscar algunos recursos en esta dirección. Esperemos que 
sea así en los próximos días. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar a nuestro invitado que recién estamos en la etapa de recibir 
delegaciones —todavía no hemos entrado en la discusión- y, como es una frazada corta, hemos recibido 
pedidos de todos lados. Recién en la semana siguiente o la próxima las Bancadas comenzaremos a bucear 
en la discusión presupuestal y en ese momento estarán en el horizonte los posibles cambios, pero por 
ahora no podemos comprometer nada a ninguna delegación, porque solamente estamos escuchando las 
comparecencias para poder tener, en el momento de discutir, una percepción de todas las propuestas que 
haya al respecto. 


Quería dejar esta constancia porque evidentemente casi todas las delegaciones tienen razones, 
pero algunos reclamos se pueden cubrir y otros no. 


Agradecemos al señor Fontona por su comparecencia en la Subcomisión en el día de hoy. 


(Se retira de Sala el delegado de Colectivo Infancia) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Federación Uruguaya de Magisterio y de la Coordinadora del 
Sindicato de la Enseñanza) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del 
Senado tiene el agrado de recibir a los representantes de la Coordinadora del Sindicato de la Enseñanza. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR OLIVERA.- Buenos días. Soy integrante de la Federación Nacional de Profesores y brevemente 
queremos plantear tres o cuatro puntos que para nosotros son importantes, para después realizar algunas 
consultas sobre lo que se ha aprobado a nivel de la Cámara de Representantes. 


La primera cuestión a plantear aquí es la imposibilidad que hemos tenido de encontrar ámbitos 
formales de negociación en donde poder discutir los temas presupuestales. Esto ocurrió en 2005, en 
oportunidad de discutir el Presupuesto Quinquenal, también en la pasada Rendición de Cuentas y vuelve a 
reiterarse en ésta. Ante esta dificultad, nosotros reclamamos la existencia de ámbitos formales en donde se 
puedan discutir estos temas. 


Al respecto, tenemos también dos grandes preocupaciones. Una de ellas está referida a 
alcanzar el 4,5% del Producto Bruto Interno al final del quinquenio con destino a la educación. Hoy los 
números que manejamos son muy distintos a los del Poder Ejecutivo y, en particular, a los del Ministerio de 
Economía y Finanzas. Hay un compromiso de la fuerza política de Gobierno y del Gobierno mismo en 
cuanto a llegar a ese guarismo al final del quinquenio, pero nosotros vemos con preocupación que el salto 
que haya que dar en el año 2009, en virtud de que no va a haber grandes aumentos en esta oportunidad, 
va a ser muy grande, con lo cual nos cuestionamos si realmente vamos a llegar a ese 4,5% del PBI. 


En tercer lugar está el tema salarial, que es reinvidicado tanto por las autoridades de la ANEP 
como por el conjunto de los sindicatos que conformamos la Coordinadora. En una de las primeras líneas de 
acción planteada por el CODICEN de la ANEP figura claramente la necesidad de mejorar la situación 
salarial de los trabajadores docentes y no docentes de todo el sistema. 


Pues bien; en el año 2005 el CODICEN hizo una propuesta que no fue contemplada en el 
Parlamento. Esa misma propuesta se vuelve a reiterar en el año 2006 en oportunidad de discutirse la 
Rendición de Cuentas del año 2005 y, en cierto sentido, se vuelve a plantear ahora. 


Aquí hay una cuestión bien clara: si bien la propuesta actual del CODICEN no contempla las 
demandas del conjunto de los sindicatos, nosotros visualizamos que en ella hay una cuestión política de 
querer trabajar en un proceso que tienda a mejorar sustancialmente la situación de los trabajadores de la 
enseñanza en su totalidad. 


Para finalizar y dar espacio a otro compañero, quiero decir que creemos que estamos frente a un 
problema de asignación presupuestal más que de redistribución del propio organismo. Digo esto porque 
reiteramos que tanto en 2005 como en 2006, los montos solicitados por el organismo para atender una de 
sus líneas de acción definidas claramente, no fueron asignados. 


Por lo tanto, vemos que si bien el Mensaje del CODICEN no contempla nuestras demandas, 
emite y da una señal política clara en el sentido de avanzar en esa línea de acción en la cual coinciden la 
autoridad y los trabajadores. 


SEÑOR MACEDO.- En principio, ratifico lo dicho por mi compañero. 


Ahora bien, la Coordinadora del Sindicato de la Enseñanza ha planteado, en su conflicto, las 
mejoras del presupuesto para la Educación Pública en cuestiones que, desde los análisis económicos que 
hemos hecho, no estarían acordes a esa promesa del 4,5%; por lo tanto, estamos reivindicando mejoras 
presupuestales. 


Por otra parte, queremos saludar la aprobación en la Cámara de Representantes, por 
unanimidad, del aditivo 39, puesto que expresa la importancia de la educación pública en todo el contexto 
político, no sólo en el oficialismo, sino también en la oposición. Precisamente, en el día de ayer tuvimos 
una reunión con el CODICEN en la que planteamos cuáles iban a ser las perspectivas con respecto a este 
aditivo; por lo tanto, la pregunta es si efectivamente la Bancada oficialista, y particularmente los partidos 
opositores, están dispuestos a votar el incremento que se expresa en el aditivo votado en la Cámara de 
Representantes. Una de las cuestiones que nos parecen importantes y que surgen a partir de la entrevista 
mantenida con el CODICEN es que este aditivo simplemente enmarca un período del 2008 y, por lo tanto, 
la preocupación de la Coordinadora del Sindicato de la Enseñanza es que éste sea un crédito permanente 
en el tiempo, a los efectos de que con esos recursos se puedan tener políticas a corto y mediano plazo. En 
definitiva, nos preocupa que el artículo no plantea, insisto, un crédito permanente, sino que solamente 
abarca el año 2008. 


SEÑOR LONG.- Antes de expresar mi opinión, quisiera saludar a la delegación de la Federación Uruguaya 
de Magisterio y al representante de la Coordinadora del Sindicato de la Enseñanza que hoy nos visitan. 


De alguna forma, todavía no hemos iniciado la discusión de los artículos que vinieron de la 
Cámara de Representantes y los posibles aditivos a considerar. Sin embargo, en respuesta a lo planteado 
por el señor Macedo, quisiera dejar claro que sin ninguna duda vamos a acompañar ese artículo que vino 
de la Cámara de Representantes. También nos preocupa que está referido sólo a un año y, precisamente, 
ese planteo fue hecho por las autoridades de Administración Nacional de Educación Pública, lo que hasta 
el momento ha quedado en el aire. Sin embargo, más nos preocupa la diferencia que se va a ir dando en 
los años sucesivos. Este año la diferencia entre el Presupuesto enviado por Administración Nacional de 
Educación Pública y el Poder Ejecutivo, con el agregado del aditivo aprobado por la Cámara de 
Representantes, es de aproximadamente —en números redondos- $ 1.000:000.000. Para llegar al 4,5% en 
los próximos años hay que adicionar $ 10.000:000.000, de modo que tenemos un problema importante. 
Creo que no es el momento para realizar debates dentro de la Comisión y simplemente señalo hechos 
numéricos que van más allá de cualquier consideración política. 


Como nos han dicho quienes hoy nos visitan, estamos ante un tema de asignación presupuestal; 
es decir que más allá de lo que se pueda hacer en el interior de un Inciso, o incluso al interior del 
Presupuesto en cuanto a pequeños recortes o cambios, estamos hablando de cifras de otra magnitud u 
orden. Recién se mencionaba el problema del INAU, que tiene una magnitud que, con recortes acá o allá, 
se le puede encontrar una solución, pero en este caso estamos ante un tema de otra dimensión. De modo 
que todos tenemos que reflexionar sobre cómo queremos enfocar la educación en los próximos años, a los 
efectos de tomar las decisiones que sean necesarias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo remitido por la Cámara de Representantes lleva el número 289 y 
aclaro que es voluntad de la Bancada oficialista aprobarlo. Lo demás se resolverá en oportunidad de la 
discusión en la Comisión. 


SEÑOR PEREYRA.- Creo que vale la pena que quede en la mente de los señores Senadores que cuando 
se habla de U$S 20:000.000 se trata de una cifra muy fuerte para cualquier lugar y también para la ANEP. 
Sin embargo, si la totalidad de este monto se volcara a los salarios, significaría un 4%. En realidad, cada 
punto de aumento salarial le cuesta a la ANEP U$S 5:000.000. Por esta razón, si no se asegura que el 
aditivo 289 se consagra también para el año 2009, no se podrá discutir a nivel del Consejo de Salarios un 
aumento salarial que dependa de esos U$S 20:000.000. Uno piensa que el sustento de esa disposición es 
el artículo 477 de la Ley de Presupuesto, pero cuando se va a informar a los trabajadores y a los sindicatos 
hay que tener certeza. Por lo tanto, quisiéramos estar seguros de que lo que se vota en esta Rendición de 
Cuentas tendrá sustento al año siguiente. 


Asimismo, señalamos que estamos muy distantes en algunas cuestiones conceptuales. Para 
nosotros el 4,5% comprende a ANEP y a UDELAR, así como a algunos componentes mínimos de ciertos 
Ministerios. Como se ha estado debatiendo con respecto a cuáles son los componentes que se utilizan 
para calcular el 4,5%, queríamos dejar esta constancia. Aclaro que no la dejamos hoy porque estemos 
reclamando y nos convenga, sino porque ya la dejamos en oportunidad del plebiscito de 1994. Reitero que 
estos eran los componentes que integrarían el 4,5%. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Comenzaremos a discutir estos temas la próxima semana cuando terminemos 
de recibir a todas las delegaciones. 


SEÑOR MACEDO.- Hay un tema que preocupa a la Federación de Magisterio y a todos los educadores, 
que tiene que ver con las jubilaciones y para el que todavía no se ha encontrado ninguna solución a nivel 
parlamentario ni del Poder Ejecutivo. En su momento, lo único que se consideró fue lo relativo a los 
incentivos. 


El maestro Florit presentó un proyecto al CODICEN que no fue aprobado, pero tal como lo 
hicimos en la Cámara de Representantes, quisiéramos dejarles una copia a los señores Senadores para 
que lo estudien, ya que esta problemática hoy está afectando por lo menos a 4.000 docentes y no docentes 
de todo el país, en el sentido de que impide el ingreso de nuevas generaciones. Como se está llevando a 
cabo una política de recambio en el Estado, creemos que existe la posibilidad de plasmar esta iniciativa y 
queríamos hacérsela llegar a los señores Senadores para que la tengan en cuenta como una preocupación 
de los docentes del Uruguay. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Conocemos el tema y haremos llegar el repartido a los demás señores 
Senadores. Sabemos que los maestros más veteranos no se jubilan porque se reduce mucho su ingreso. 


Agradecemos a la delegación su comparecencia. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Federación Uruguaya de Magisterio y de la Coordinadora del 
Sindicato de la Enseñanza) 


(Ingresa a Sala la delegación de funcionarios de informática de la Dirección General de Registros, 
Ministerio de Educación y Cultura) 


-La Subcomisión de Audiencias tiene el agrado de recibir a la delegación de funcionarios de 
informática de la Dirección General de Registros —integrada por la doctora Cristina Sica y las señoras 
Graciela López y Cristina Molina- dependiente del Ministerio de Educación y Cultura, quienes nos visitan 
para hacernos su planteo con relación al proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, a cuyo respecto nos han hecho llegar un material que ya ha sido repartido. 


SEÑORA SICA..- Antes que nada, agradecemos a los señores Senadores la recepción y la posibilidad de 
referirnos a estos temas sobre los que ya hemos adelantado una propuesta. 


A los efectos de plantear nuestra preocupación, quiero decir que ingresamos a la Dirección 
General de Registros por concurso de oposición y méritos —en mi caso hace 34 años- y transitamos la 
carrera administrativa de la misma manera, pues primero concursamos por el ingreso, luego por lograr la 
condición de presupuestado y finalmente por los ascensos, hasta que pasamos a la División de Informática, 
lo que era todo un desafío. Actualmente, sus servicios se brindan a todo el país, a todos los organismos del 
Estado. 


Si los señores Senadores me permiten, cedería el uso de la palabra a mi compañera López, 
quien se desempeña específicamente en la tarea de solicitudes de información, que es lo que en este 
momento se procesa con mayor interés. 


SEÑORA LOPEZ.- Quiero decir que ingresé a la Dirección General de Registros hace casi 30 años, por el 
mismo sistema y por concursos sucesivos ascendí hasta administrativo |Il, o sea, tres grados en la carrera. 
Luego, también por concurso -al igual que mis compañeras- fui seleccionada para desempeñar tareas en la 
División de Informática. 


Posteriormente, por concurso, cambiamos de escalafón y logramos el cargo que hoy ocupamos. 
Esto fue en el año 1986. Después de ese año nunca más se nos dio la posibilidad de progresar y el 
escalafón quedó inamovible, puesto que la Administración no tuvo interés en que el escalafón creciera, por 
lo cual quedó estancado, a pesar de que en el momento de su creación se pensaba que iba a 
transformarse paralelamente al escalafón administrativo. 


Ahora, en virtud del artículo 40 incluido en la Ley de Rendición de Cuentas aprobada el año 
pasado, hay otros funcionarios que van a acceder a nuestro escalafón, muchos de ellos con grados 
superiores, sin tener los mismos años de trabajo que nosotros, ni la trayectoria ni la experiencia. Pero como 
tienen títulos acreditantes, nos van a pasar por encima al entrar por la serie de programación, ya que 
nosotros ingresamos a digitación. 


Por estas razones estamos solicitando lo que consideramos es un ascenso justo con nuestra 
trayectoria en la Dirección General de Registros. Por cierto, no lesionamos los derechos de nadie, ya que 
todo lo que hemos logrado fue por mérito propio y en base a concursos de oposición y méritos. Siempre 
hemos trabajado para mejorar y superarnos; sin embargo, hace años que estamos en la misma situación y 
la perspectiva es llegar a jubilarnos tal como estamos, porque no tenemos ninguna posibilidad. En todo 
caso, la única posibilidad es la de plantear nuestro reclamo a los señores Senadores, y por esa razón 
estamos aquí presentes. 


SEÑORA MOLINA.- No voy a reiterar lo que han expresado mis compañeras; simplemente, quiero decir 
que ingresamos aproximadamente en el año 1980, cuando se formó el Centro de Cómputos, hoy División 
de Informática. 


Quiero agregar que en la Rendición de Cuentas anterior una vez más no fuimos comprendidos, 
porque allí se habla de años de antigúedad específicamente para funciones técnicas y, en cambio, nosotros 
somos técnicos desde el punto de vista de la documentación, o sea, por la trayectoria, lo que refiere al 
marcado de libros, el manejo de distintos programas, capacitación a otros compañeros, en fin, una infinidad 
de tareas. Nuevamente vemos que no estamos contemplados porque lo que hoy se pide en este artículo es 
que sean técnicos, que no es lo nuestro. Nosotros contamos con una idoneidad, es decir, capacitación a 
través de los años, y si bien lo hemos manifestado en muchas oportunidades, el organismo entiende que 
por el momento no va a haber una reestructura -no ha presentado ninguna- y en caso de que así fuera, no 
sabemos si seríamos o no contemplados, pero somos los próximos que nos iremos con los incentivos de la 
Administración. 


SEÑORA SICA.- Por esa razón, proponemos un artículo adicional que sería de justicia para todos, incluso 
para los dos analistas que están a cargo del Centro de Cómputos desde el año 1991, que vinieron con los 
cargos de B13 y D13, pero como nunca hubo transformaciones en estos escalafones —sólo las hubo para 
el escalafón A, y básicamente son los escribanos quienes ingresan a éste- hay una relación de 250 
funcionarios administrativos, un contador, dos abogados, y prácticamente no existe otra profesión 
reconocida. Este artículo que proponemos y que tiene muy bajo costo, porque se trata de 
transformaciones de los propios cargos, sería una relación de justicia y mantendría la pirámide jerárquica. 
Hay un caso de un administrativo C -cargo bajo- que accede a un cargo D 12, justamente por diplomas que 
acreditan su formación en páginas Web, lo que no es peyorativo ni va en detrimento de esta persona. Por 
el contrario, el artículo 40 lo habilita, pero lo ideal sería que quienes tienen la responsabilidad del Centro de 


Cómputos pudieran tener una diferenciación por la responsabilidad que tienen asumida. Para ello, 
justamente, estamos pidiendo un cargo de mayor jerarquía. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber qué costo tiene la propuesta. 


SEÑORA SICA.- Tenemos el costo e, incluso, hay un informe de la Contaduría y de la Asesoría Letrada y, 
en Última instancia, de los señores Senadores cuando el año pasado trataran el artículo relativo a introducir 
la idoneidad, los cursos terciarios o universitarios, lo que quedó plasmado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el repartido que nos hicieron llegar no figura la cifra. 


SEÑORA SICA.- Así es, señora Presidenta. No lo hicimos porque, además, la Dirección lo que está 
pidiendo es la creación de cargos para sanear lo referente al Registro de Tacuarembó, que es el que ha 
tenido problemas. Entonces, como nosotros en lugar de ver las dolencias quisiéramos prevenirlas, 
pensamos que se retribuya con mayores ingresos a quien tiene más responsabilidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 209 aprobado, que también se refiere a la Unidad Ejecutora 018, 
prevé la creación de algunos cargos para el Registro de la Propiedad de Tacuarembó. Entonces esto sería 
adicionar otro inciso al mismo artículo. 


SEÑORA SICA.- Así es, señora Presidenta. Allí existe la posibilidad de creación de cargos porque el 
Registro de Tacuarembó tuvo algunas irregularidades -no sé si tienen conocimiento de ello- y los 
funcionarios están prácticamente separados del cargo. Entonces, se propone allí la recreación de esos 
cargos para cuando la Justicia se expida definitivamente, lo que sería en el futuro. Sin embargo, lo que nos 
está sucediendo es que después no vamos a tener otras posibilidades de creación de cargos, razón por la 
cual, si no fuera en esta instancia, prácticamente nos esperaría un retiro jubilatorio con los mismos cargos 
que tenemos. 


SEÑOR LONG.- Entonces, la propuesta que han planteado es complementaria al artículo 209. 
SEÑORA SICA.- Así es, señor Senador. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Serían dos temas de la misma Unidad Ejecutora. 


SEÑOR VAILLANT.- Quisiera saber cuáles son las razones que les dieron en las conversaciones que han 
tenido con el Ministerio de Educación y Cultura para no incluir esa iniciativa. 


SEÑORA SICA.- Lo que sucede es que el Ministerio está esperando hacer una macro reestructura de toda 
la Cartera, pero a la vez van surgiendo cargos que se van pagando por compensaciones o por rubros 
alternativos, y nosotros no estaríamos incluidos en esas circunstancias. Si bien el Ministerio apuesta a un 
conjunto de futuro, tal vez nosotros no estaremos integrando ese futuro a largo plazo. 


SEÑOR VAILLANT.- Creo que no sólo este Ministerio, sino todos, están apostando a sus reestructuras y, 
además, a todo lo que viene siendo el proceso de reforma del Estado. Cabe acotar que, al respecto, en 
esta Rendición de Cuentas tenemos cerca de cien artículos para aprobar. Supongo que el Ministerio 
también debe estar actuando con mucha prudencia en función del proceso de reforma del Estado. 


SEÑORA SICA.- Nosotros lo comprendemos perfectamente e, inclusive, sabemos que la Dirección ha 
tenido la mejor buena voluntad sobre el tema. Presentamos una petición -que está amparada por los 
artículos 30 y 318 de la Constitución- se hicieron los estudios —que es lo que nosotros estamos 
proponiendo- y se presentó el informe de la Asesoría Letrada y de la Contaduría General de la Nación. Por 
su parte, la Dirección no se ha expedido, dejándonos en parte la puerta abierta para que siguiéramos las 


gestiones. Digo esto porque, al mismo tiempo, la Dirección recibe el peso de otros profesionales que 
también quieren cambiar sus grados y mejorar. En ese sentido, nosotros seríamos los más retrasados en el 
tiempo, porque hace veinte años que estamos en una situación estática y no sé cuánto tiempo más 
podemos permanecer así. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda claro el planteo de la División Informática de la Dirección General de 
Registros del Ministerio de Educación y Cultura. Les agradecemos su presencia y les informamos que el 
material que nos han hecho llegar ya ha sido repartido. Cuando comencemos la etapa de tratamiento del 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas -ahora estamos escuchando las propuestas- adoptaremos una 
opinión definitiva. 


Muchas gracias. 
SEÑORA SICA.- Gracias a ustedes. 


(Se retiran de Sala los representantes de la División Informática de la Dirección General de 
Registros del Ministerio de Educación y Cultura.) 


(Ingresan a Sala los representantes del Escalafón Docente del Ministerio de Turismo y Deporte.) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los representantes del Escalafón Docente del Ministerio 
de Turismo y Deporte, quienes concurren para hacer su planteo con relación a la Rendición de Cuentas. 


SEÑORA GODOY.- Como ya fue expresado, pertenecemos al Sindicato Docente del Ministerio de Turismo 
y Deporte y venimos a hacer un planteo que ya hemos realizado en otras instancias. 


Nuestro reclamo puntual consiste en equiparar a los Jefes de Servicio de Plaza de Deporte con los 
Directores de Escuela. Desde el año 1990, el Escalafón Docente está equiparado al de Educación 
Primaria. Los maestros de Primaria y los profesores de educación física del Ministerio están equiparados, y 
lo mismo sucede con los inspectores. Cuando se realizó esa equiparación, el Jefe de Servicio, que cumple 
la función de Inspector de Plaza de Deporte, no se equiparó a un cargo de dirección sino a uno técnico, 
precisamente al de Coordinador de Apoyo Docente. Esa fue la solución que se encontró en ese año y se 
prometió que se iba a seguir estudiando el tema, porque si leemos la descripción de tareas de los 
Directores de Escuela y de los Jefes de Servicio de Plaza de Deporte, vemos que son las mismas, 
salvando la especificidad de cada uno de ellos, pues uno se dedica a la educación física y otro al 
magisterio. Reitero, salvando esta especificidad, la descripción de la tarea es la misma. Nosotros 
entendemos que los Jefes de Servicio de Plaza de Deporte son Directores de Centros Deportivos 
Recreativos y por eso, desde hace 17 años, estamos solicitando que se reconozca el cargo, su nombre y 
que se equipare salarialmente. Este reclamo de la DINADE ha sido apoyado por las diferentes autoridades 
que estuvieron al frente del hoy Ministerio de Turismo y Deporte como, por ejemplo, los señores 
Maglione, Bordaberry y Trobo. El actual titular de la Cartera, doctor Lescano, también reconoce que el 
reclamo es justo. Sin embargo, por una cuestión de falta de rubros -no se sabe de dónde sacar el dinero 
para pagar esos salarios- siempre queda relegado para el año siguiente. 


Este año lo volvimos a presentar ante la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda de la 
Cámara de Representantes, pero no se aprobó porque un sector entendió que no estaba suficientemente 
discutido. Por esa razón ahora estamos solicitando que en esta instancia se discuta y se apoye nuestra 
propuesta. 


No sé si a todos los señores Senadores les llegó el material que enviamos por fax. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo recibimos y fue repartido a los señores Senadores. 


SEÑORA GODOY.- En dicho material pueden observar que en la pirámide salarial hay un desequilibrio. 
Comparando el valor hora, un inspector gana el doble que el Director de Plaza y un profesor o un instructor 
ganan más que un Jefe de Servicio, cuando supuestamente, el cargo de Dirección tiene una 
responsabilidad mayor. Si mal no recuerdo, si comparamos la hora del funcionario no docente —que 
cumple tareas administrativas o de servicio- , vemos que hay una diferencia de tres pesos con el Director 
de la Plaza. 


Por lo expuesto, entendemos que este reclamo que venimos haciendo desde hace 17 años es 
justo. Asimismo, creemos que es importante que además de lo salarial —-que es lo que estamos 
reclamando- se reconozca que se trata de un cargo de Dirección y no de una Jefatura de Servicio, como se 
menciona. 


SEÑOR CAMY.- Antes de comenzar, saludamos a los representantes de la delegación que nos visita. 
Queremos señalar que en virtud del aditivo planteado en la Cámara de Representantes por parte del señor 
Representante Doti —que fue quien fundamentó esta propuesta- en ocasión de concurrir el señor Ministro 
de Turismo y Deporte, doctor Lescano, planteamos el tema. A este respecto, queremos ratificar que el 
titular de la Cartera compartió el espíritu de lo que expusimos, que es lo que ustedes recién resaltaron. Por 
lo tanto, tenemos la expectativa de que esta Comisión del Senado se haga eco de vuestro planteamiento, 
ya que si bien cuando se discutió en la Cámara de Representantes el aditivo propuesto no fue acompañado 
por la mayoría de la Comisión, sí se realizaron planteamientos favorables a la posición que ustedes 
señalan. Nosotros queremos adelantar que cuando se trate este tema en la Comisión vamos a presentar 
un aditivo que otorgue al Poder Ejecutivo la facultad de equiparar el cargo de Jefe de Servicio del Ministerio 
de Turismo y Deporte al de Director de Escuela de Tiempo Completo. Inclusive, en el aditivo presentado en 
la Cámara de Representantes también se sugería que el cargo de Jefe de Servicio pasara a denominarse 
Director de Centro Deportivo Recreativo. Quiero señalar que nos parece de estricta justicia este reclamo 
que se plantea desde hace 17 años. 


En definitiva, en función de lo que hemos venido escuchando de parte de los representantes de 
los distintos Incisos que han concurrido a esta Comisión, trataremos de hacernos eco de su pedido, 
intentando encontrar algunos recursos en forma responsable. Por tanto, queremos expresar nuestra 
adhesión a vuestro planteo, que va en concordancia con lo que fue manifestado en la Cámara de 
Representantes cuando nuestro sector planteó un artículo aditivo al respecto. 


SEÑOR VAILLANT.- Voy a hacer una pregunta que quizás esté contestada en el repartido que ustedes nos 
enviaron, pero que no pude leer en profundidad. 


Hay una notoria diferencia entre equiparar un cargo de Jefe de Servicio al de Director de Escuela 
y crear un cargo de Director de Plaza de Deportes, porque cuando se crea un nuevo cargo se le dan 
nuevas responsabilidades y cuando se equipara simplemente se aumenta el salario del cargo existente, 
manteniendo las mismas responsabilidades. Entonces, mi pregunta concreta se refiere a cuáles son las 
funciones que tiene un Jefe de Servicio de Plaza de Deportes, si realmente es el encargado de toda la 
plaza, y cuánto personal tiene a su cargo. 


SEÑORA GODOY.- Cuando se aprobó la equiparación, inmediatamente se formó una Comisión para 
estudiarla, porque se entendía que no había quedado bien resuelta. Esta Comisión hizo un relevamiento de 
las funciones del Director de Escuela y del Jefe de Servicio de Plaza de Deporte y vio que eran las mismas. 
Los Directores de Plaza de Deporte tienen a su cargo funcionarios no docentes, docentes y administrativos; 
son los encargados de la gestión de la plaza; trabajan con la Comisión de apoyo y se encargan de los 
vínculos interinstitucionales y con la comunidad; y, finalmente, supervisan el funcionamiento de la plaza. 
Además, tienen la tarea de tesorería de los fondos que eventualmente puede manejar la plaza, ya sea por 
convenios o donaciones. En definitiva, tienen la gestión de la plaza a su cargo. 


SEÑOR LONG.- Además de saludar a la delegación que nos visita, quiero decir que en realidad no se 
estaría creando un cargo, sino que se trata de una equiparación con la modificación de su denominación. 


SEÑOR VAILLANT.- Esto es así, en la medida en que la función es la misma. 


SEÑOR LONG.- Se equipara la retribución y se le da otra denominación al cargo, lo que me parece 
adecuado porque, de alguna manera, jerarquiza la función. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros hemos repartido el material que nos han entregado y discutiremos el 
tema cuando se considere en la Comisión, ya que ahora estamos en la etapa de escuchar a las 
delegaciones. 


Agradecemos la información brindada por la delegación de funcionarios del Escalafón Docente 
del Ministerio de Turismo y Deporte. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios del Escalafón Docente del Ministerio de Turismo y 
Deporte) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Agrupación de Trabajadores de Meteorología Nacional ) 


Damos la bienvenida a los representantes de la Agrupación de Trabajadores de Meteorología 
Nacional, quienes vienen a plantear su situación. 


SEÑOR LABRADOR.- Soy meteorólogo técnico profesional y coordinador de la Agrupación de 
Trabajadores de la Meteorología Nacional. Me acompañan dos compañeras de la Agrupación y de la Mesa 
Representativa, las señoras Laxalt y Uribe. 


Agradecemos que nos hayan recibido en la mañana de hoy para tratar de conseguir una 
modificación en un punto de la Rendición de Cuentas aprobada en la Cámara de Representantes, 
relacionado con el artículo 117. 


Les hicimos llegar una documentación... 
SEÑORA PRESIDENTA.- Ya está en poder de los señores Senadores. 


SEÑOR LABRADOR.- En esta carpeta establecemos el fundamento de por qué necesitamos hacer esos 
cambios. 


En otra hoja van a encontrar una propuesta de regulación para que vayan viendo a futuro, dado 
que no la vamos a poder plantear ahora. Dicha propuesta tiene que ver con la regulación de la difusión y el 
uso de los datos de meteorología. 


Por otra parte, les pedimos que presten mucha atención al segundo punto, que figura en la 
segunda hoja, el que no requiere de ningún gasto y es, simplemente, una cuestión de regulación. Creemos 
que el punto referente al uso de los datos meteorológicos, tanto en Meteorología como en otros organismos 
que utilizan esta información, podría incluirse en la Rendición de Cuentas. De todas maneras, vamos a 
tener que plantearlo en la Comisión de Constitución y Legislación, porque necesitamos tener algún tipo de 
regulación con respecto a lo que es el uso y difusión de la información meteorológica. 


En las hojas siguientes figura el acta de una Asamblea que fue muy importante y los puntos 1, 2, 
4 y 6 que allí figuran están completamente vigentes. Son resoluciones del Plenario de la Mesa 
Representativa de la Agrupación de Trabajadores de Meteorología Nacional, de 23 de marzo de 2006, que 
fue el Día Meteorológico Mundial. Como decía, esos puntos están vigentes, porque al respecto no hemos 
tenido respuesta de parte de las autoridades. Como no son puntos que tienen que ver con lo que 


directamente tenemos que tratar ahora, no vamos a dar más explicaciones. Simplemente, queremos que 
los señores Senadores los conozcan y analicen para que puedan realizar las gestiones que consideren 
necesarias para mejorar esta situación. 


Las dos últimas hojas de la carpeta que les entregamos contienen los objetivos fundacionales de 
la Agrupación. Allí está todo el marco filosófico, ideológico y normativo de lo que es nuestra organización de 
trabajadores dentro de Meteorología. Además, es la única organización de trabajadores que tiene la 
Institución, que pertenece al Ministerio de Defensa Nacional y es la Unidad Ejecutora 039. 


Ahora nos vamos a referir específicamente al artículo 117 del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas, que crea una compensación al cargo, destinada a los funcionarios civiles. El objetivo de esta 
disposición es compensar, por un lado, la diferencia salarial con el personal civil equiparado a grados 
militares y, por otro, la pérdida salarial que tengan los funcionarios civiles que opten por renunciar a la 
equiparación militar, de acuerdo con el artículo 119, que también está contenido en este proyecto de ley. 


El artículo 117, en su parte final, establece que dicha compensación es incompatible con 
compensaciones especiales asignadas a la Unidad Ejecutora, al escalafón o al grado. El problema que se 
nos presenta con esta cláusula es que se impide a los funcionarios civiles acceder al cobro, por ejemplo, de 
las compensaciones por tareas nocturnas y por trabajo en días inhábiles, de acuerdo con el artículo 175 de 
la Ley N* 15.809. Este punto es muy importante porque la Dirección Nacional de Meteorología tiene 
funciones de servicio público que se realizan las 24 horas del día, durante los 365 días del año. Entonces, 
se requiere de personal que cubra la función todo el día, las 24 horas. Pero hay tareas que se realizan, 
necesariamente, durante la noche y también los sábados, los domingos, los feriados, los primeros de año, 
en Nochebuena, en semana de turismo o semana santa, etcétera. Entonces, al declarar incompatible esta 
compensación al cargo con cualquier otra, va a impedir acceder al pago de las horas nocturnas y de las 
tareas que se realizan en días inhábiles. 


Por otro lado, el artículo 119, que es el que plantea la opción de renunciar a la equiparación 
militar para los funcionarios civiles, establece que si hubiera alguna diferencia de salario entre lo que están 
cobrando ahora con lo que percibirían después, iría a un rubro llamado "Compensaciones personales.” 
Ahora bien, el funcionario civil equiparado en este momento no está cobrando las horas nocturnas ni el 
trabajo en los días inhábiles, porque esa compensación sólo se paga al civil sin equiparación militar, que 
actualmente son muy pocos y en la mayoría de los casos se trata de compañeros redistribuidos de otros 
organismos como PLUNA, cuyos salarios están muy por encima de los del resto del personal. 


Si bien estos artículos de la Rendición de Cuentas quieren apuntar a que todos los funcionarios 
de Meteorología tengan el mismo estatus funcional, que a igual tarea haya igual remuneración y que para 
el mismo grado exista la misma remuneración, si se mantiene esta incompatibilidad, van a seguir existiendo 
diferencias. Además, hay que tener en cuenta que los civiles equiparados que renuncien a la equiparación 
militar, van a tener que seguir trabajando 30 años, porque son los funcionarios que van a optar por no 
beneficiarse del retiro que tiene el personal militar y el civil equiparado. En este momento hay una gran 
cantidad de trabajadores que se pueden retirar, porque ya tienen los veinte años de servicio, pero quieren 
seguir trabajando si se les mantiene el salario y si las posibilidades a futuro no son las de que sus 
remuneraciones queden congeladas, sino las de seguir progresando y accediendo a otro tipo de 
retribución, de acuerdo con su trabajo y su productividad. Hay que tener en cuenta que, de mantenerse 
esta incompatibilidad, lo que va a suceder es que aunque los trabajadores tengan la voluntad de renunciar 
a la equiparación militar, los números no les van a dar, sobre todo porque estamos hablando —reitero— de la 
gente que opta por seguir trabajando y jubilarse por la Caja Civil. Para ser bien gráfico, en mi caso 
personal, que soy civil equiparado a un grado de Oficial, ya tengo veinte años de servicio, puedo irme para 
mi casa, cobrar todo el sueldo y no hacerme más problema. Sin embargo, estoy dispuesto a renunciar a la 
equiparación y seguir trabajando en Meteorología, y en ese caso voy a tener que trabajar mucho tiempo 
más hasta que cumpla los años que me pide la Caja Civil. Pero la situación cambia si la perspectiva es que 
por esta incompatibilidad se nos va a impedir acceder a cualquier otro tipo de compensación. Por ejemplo, 
COFE está planteando una compensación por inequidad salarial, que apunta, justamente, a equilibrar los 
sueldos más bajos con los más altos. No me refiero a mi caso particular, porque estoy entre las personas 


que tienen mejores sueldos dentro de la Dirección Nacional de Meteorología, sino que estoy pensando en 
la mayoría de los compañeros, fundamentalmente personas que trabajan en el interior del país, cuyo 
salario es inferior a la cuarta parte de la canasta básica, es decir, menos de $ 8.000. Incluso, las 
compañeras trajeron sus recibos de sueldo para mostrárselos a los señores Senadores. Y en mi caso — 
también puedo mostrarles mi recibo— no llego ni a la mitad de la canasta básica, a pesar de que, insisto, 
soy una de las personas que tienen sueldos más altos dentro de la Dirección Nacional de Meteorología. 


En definitiva, estamos de acuerdo con la filosofía y el espíritu del proyecto que envió el Ministerio 
de Defensa Nacional en cuanto a que da la posibilidad al personal del Escalafón K de optar por pasar al 
escalafón civil, y al personal civil equiparado, de renunciar a la equiparación. Además, esa transformación 
de cargos no es nueva en la Administración Pública; no es de ahora. En realidad, se propuso en el último 
Gobierno del Partido Nacional, en 1990 ó 1991, y también se hizo durante el último Gobierno del doctor 
Julio María Sanguinetti: en ese momento se transformaron cargos del personal militar en cargos civiles, y 
por eso hoy podemos estar aquí, porque muchos de los que somos civiles equiparados ingresamos a la 
Administración como Soldados de Segunda. Hago esta precisión porque se han oído versiones de que esto 
que está sucediendo en el Ministerio de Defensa Nacional es algo nuevo. No es así; esta es una 
herramienta que el Poder Ejecutivo y los legisladores utilizaron para mejorar la gestión de un área del 
Estado que es técnica y que no necesariamente requiere una gestión militar, sino más bien una gestión de 
tipo gerencial, de empresa privada o función pública de alta especialización. Entonces, es muy importante 
lograr el cometido de que quedemos en el mismo estatus funcional, es decir que seamos todos 
funcionarios civiles, con las mismas garantías, deberes y obligaciones. Sin embargo, tal como está el 
artículo, lo que está ocurriendo es que a los funcionarios se les está diciendo que no opten por pasar al 
escalafón civil porque se van a ver privados de cobrar las otras compensaciones. Este es un argumento 
que se está utilizando para incidir y motivar a los funcionarios a que no renuncien a la equiparación. En su 
momento, también se utilizó el argumento de que los funcionarios perdían el derecho a atenderse en el 
Hospital Militar si renunciaban a la equiparación militar. Sin embargo, en la Cámara de Representantes, 
cuando se trató esta Rendición de Cuentas, quedó muy claro en el articulado que enviaron a ustedes, 
señores Senadores, que el funcionario no pierde los derechos de Sanidad Militar e, inclusive, tampoco los 
derechos al servicio fúnebre. 


No da el tiempo para explicar todos los pormenores y la cantidad de argumentos que se utilizan 
para impedir todas estas transformaciones que tienden a lograr una mejora de la gestión de una Unidad 
Ejecutora. No obstante, creemos que es importante que se analice principalmente este punto. 


Nosotros aquí mencionamos otra compensación, que es la correspondiente a la dedicación total, 
que muchos de los funcionarios de Dirección Nacional de Meteorología están cobrando. Si nosotros 
accedemos a esta opción, vamos a perder esa compensación, porque este artículo la declara incompatible 
con otras compensaciones. 


Aclaro que no se pierde desde el punto de vista del dinero. Queremos ser precisos en esto; no 
estamos pidiendo algo de más. El artículo 119, por el cual los civiles equiparados pueden hacer uso de esa 
opción asegura, mediante una compensación personal, que no va a haber pérdida de dinero. El problema 
es que cambia la relación funcional desde el momento en que el funcionario deja de estar bajo el régimen 
de dedicación total. Este régimen, en la Dirección Nacional de Meteorología, nos está permitiendo cubrir 
una cantidad de tareas que no se podrían atender bajo otro régimen porque está faltando personal a 
montones. Por ejemplo, en noviembre, en diciembre y en enero, en el Aeropuerto de Carrasco se juntaron 
dos Direcciones, la de Pronóstico y la de Meteorología Aeronáutica, y el mismo predictor de turno hacía 
todas las tareas de pronóstico —es decir, el pronóstico general, el pronóstico para la navegación marítima, 
el destinado a las actividades turísticas y el de incendio forestal- y, a su vez, hacía el pronóstico para la 
navegación aérea, así como los informes especiales también para la navegación aérea. Esto es algo 
terriblemente complejo y fueron tres meses que nos dejaron un alto grado de estrés y de cansancio. Sin 
embargo, hicimos este trabajo con gusto, porque dentro de la Dirección Nacional de Meteorología tenemos 
ese espíritu de cubrir los servicios y nadie nos tiene que andar chicaneando —con perdón de la expresión- 
para que hagamos nuestra tarea. O sea que no tenemos ninguna necesidad de estar sujetos a ninguna 
disciplina militar. De hecho, en los 20 años que llevo de servicio, pocas veces he visto que se aplicaran las 


sanciones militares, como se podría hacer en cuanto a los civiles equiparados, según lo dispuesto en la Ley 
Orgánica Militar a la que esta Rendición de Cuentas modifica algunos de sus artículos. 


No sé si fue clara la exposición, señora Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, lo ha sido. 
SEÑOR VAILLANT.- Quiero formular un par de preguntas. 


En primer lugar, quiero decir que de la lectura del artículo 117, donde se crea esta compensación 
al cargo, se define claramente como que tiene costo, desde que se plantea la forma de financiarlo. 


SEÑOR LABRADOR.- Correcto. 


SEÑOR VAILLANT.- Entonces, de acuerdo con el argumento que ustedes manejan —y que tomo como 
válido- esto no signficaría ninguna mejora salarial para los trabajadores. En consecuencia, ahí se me crea 
una contradicción: si en realidad no hay, como ustedes prevén, una mejora salarial real porque, por el otro 
lado, pierden las otras compensaciones, ¿por qué es necesario financiar esto? Si no hubiera ningún costo, 
no habría que financiar nada, pero si en la Rendición de Cuentas se plantea un financiamiento, es porque 
hay un costo adicional que se contradice con el argumento que ustedes están planteando. 


En segundo lugar, quisiera saber si los funcionarios equiparados a los militares que cumplan 
iguales funciones perciben las compensaciones especiales. 


SEÑOR LABRADOR.- Vamos a comenzar contestando la segunda pregunta. En Meteorología no quedan 
funcionarios militares trabajando, excepto el Director General de Meteorología, que es un Brigadier General 
retirado. Los demás funcionarios son civiles equiparados y hay algunos militares que se jubilaron como 
tales y fueron reincorporados como militares reincorporados, figura que también desaparece en esta 
Rendición de Cuentas. 


No se hizo ningún llamado público para realizar esas reincorporaciones para que todos los 
militares retirados se pudieran presentar y Meteorología los tomara de acuerdo con su especialización, sino 
que esos militares se reincorporaron en diferentes destinos según su propia conveniencia y las 
vinculaciones que tuvieran con los políticos de turno, los generales, comandantes o militares. 


Por lo tanto, la figura de los funcionarios reincorporados en Meteorología se dio de la misma 
forma que las equiparaciones. Hubo un par de instancias de carácter general durante el gobierno del doctor 
Luis Alberto Lacalle. Una de las primeras medidas que tomó el Partido Nacional al asumir fue quitarle a la 
Fuerza Aérea la gestión sobre Meteorología. Ese fue un paso importante para volver al estatus que 
Meteorología tenía antes. Durante ese gobierno hubo un año en que no se dio aumento a los funcionarios 
públicos y lo que se planteó como solución para que la gente no se fuera y tuviera algún tipo de mejora en 
su retribución fue la equiparación, que se ofreció en forma generalizada. En esa instancia, se equiparó a 
una cantidad de civiles a los grados militares. 


Asimismo, durante el segundo gobierno del doctor Sanguinetti ocurrió otra transformación de 
cargos muy importante. A casi 100 funcionarios del escalafón K se nos dio la opción de pasar al escalafón 
civil mediante la Rendición de Cuentas y lo hicimos. Sin embargo, en esa opción no quedaba clara la 
cobertura de Sanidad Militar; es más, no se decía nada al respecto. Se entendía que el que pasaba al 
escalafón civil perdía la cobertura del Hospital Militar. Entonces, se gestionó que esa transformación de 
cargos se hiciera simultáneamente con el otorgamiento de una equiparación a grados militares que 
permitiera a los funcionarios no perder la cobertura del Hospital Militar. En aquel momento, ese fue el 
objetivo principal de la equiparación. Esto comprendió exactamente a 97 ó 98 funcionarios. 


Nosotros constatamos que hay compañeros que empatan con lo que ofrece la compensación al 
cargo, otros pierden dinero y algunos ganan unos pesitos de acuerdo con el grado de equiparación. 
Pensamos que el Ministerio debe haber hecho los cálculos y determinó que había que financiarlo de alguna 
manera. Además, esta compensación al cargo se otorga a los funcionarios civiles y está previsto en otro 
artículo de esta misma Rendición de Cuentas que los funcionarios del escalafón K opten por pasar al 
escalafón civil, con lo cual tendrían acceso a otros beneficios. Para igualar el sueldo de un soldado de 
segunda con el de un técnico del escalafón D grado 4 se necesita dinero, a los efectos de que perciban lo 
mismo. Pienso que ese monto debe ser para financiar la transformación de cargos de toda esa gente que 
está por debajo del grado que tendría en el escalafón civil. Sinceramente, debo decir que no analizamos 
ese punto y pedimos disculpas a los señores Senadores, pero nos fue muy difícil conseguir el proyecto de 
Rendición de Cuentas y realizar todo el proceso de análisis, ya que nuestra agrupación no tiene diálogo 
con el Director ni con las autoridades del Ministerio. Por ello hay una serie de situaciones que tenemos que 
resolver por nuestra cuenta. 


Sólo nos resta agregar lo que, a nuestro entender, puede ser una de las soluciones al tema de la 
dedicación total. El artículo 11 contiene una tabla y una de las columnas corresponde a las 48 horas, y 
nuestra idea es agregar una columna que diga “o dedicación total”, de forma tal que el concepto de 
dedicación total quedaría incluido en esta compensación al cargo. Ahora bien, si se hiciera esa 
modificación, sería necesario dejar sin efecto la ley que creó la dedicación total, por cuanto es 
especificamente para los funcionarios de la Dirección Nacional de Meteorología. 


Creemos que es posible pero, por supuesto, es un tema de legislación. 


SEÑOR VAILLANT.- Sobre este punto, quiero decir que cuando se establece una compensación por 48 
horas, es por 48 horas; si se concede una compensación por 40 horas, es por 40 horas y si se trata de 
dedicación especial, son más de 48 horas. Por lo tanto, si se equipara la dedicación total con las 48 horas, 
en realidad, se los está sacando de la dedicación total. 


SEÑOR LABRADOR.- Efectivamente, señor Senador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de esta delegación. Desde ya adelantamos que el 
material que nos trajeron ha sido repartido y que cuando ingresemos en la discusión del Inciso 03 
analizaremos la propuesta de los funcionarios. 


SEÑOR LABRADOR.- Gracias a los señores Senadores por habernos recibido. 
(Se retira de Sala la delegación de la Agrupación de Trabajadores de Meteorología Nacional) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo) 


La Subcomisión de Audiencias tiene el agrado de recibir a delegación de la Asociación de 
Funcionarios del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, señores José Carrasco y Miguel di Ruocco, 
quienes concurren para analizar los artículos de la Rendición de Cuentas correspondientes a ese 
organismo. 


SEÑOR CARRASCO.- Antes que nada, como integrante de la Asociación de Funcionarios del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, quiero agradecer a los señores Senadores por habernos recibido y darnos 
la oportunidad de aclarar ciertos aspectos relacionados con la Rendición de Cuentas presentada por los 
señores Ministros del Tribunal. 


Como punto fundamental y a modo de ejemplo, debemos señalar que la Rendición de Cuentas 
presentada por los señores Ministros, de un total de 76 funcionarios sólo abarca a seis, quienes serán 


beneficiados si se concreta lo que fuera aprobado en la Cámara de Representantes. 


Por nuestra parte, vamos a presentar una Rendición de Cuentas mediante la cual —si es la 
expresión correcta- pretendemos beneficiar a 63 del total de 76 funcionarios. Queremos aclarar —y que 
quede firme- que el costo para estos 63 funcionarios, comparado con el de los 6 mencionados en principio, 
es mucho menos del total, en pesos o en dólares, que se requeriría para la propuesta presentada por el 
señor Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, doctor Eduardo Lombardi. 


SEÑOR DI RUOCCO.- Queremos agregar que en la audiencia en que fuera recibida la delegación del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sus autoridades plantearon que la propuesta que llevaban 
adelante contemplaba a todos los funcionarios. Eso no es cierto porque de los ocho artículos que fueron 
votados en la Cámara de Representantes, el único que fue rechazado -—ya sabíamos que iba a ser 
contemplado en el correr de este año- era el relativo a la cuota mutual. El resto del articulado va dirigido a 
siete u ocho funcionarios, tal como expresó mi compañero. 


Por otra parte, los ocho artículos que presentó el organismo y que fueron votados en la Cámara 
de Representantes, fundamentalmente están centrados en transformaciones de cargos, lo cual lleva a que 
esas funciones desaparezcan al eliminar los cargos. Esto causa un perjuicio a los funcionarios ya que al 
desaparecer dichos cargos, quedan topeados, evitando así el tema de los concursos. Cuando el señor 
Senador Vaillant se refirió al articulado —lo leímos en la versión taquigráfica- e hizo una pregunta respecto 
a la parte de compras, entre otras cosas ellos dijeron que de cualquier manera estarían de acuerdo con el 
concurso, pero que lo querían hacer de esta forma. En los hechos, el concurso lo evitan; eso es claro. 


Repito que el articulado que presentan abarca a ocho funcionarios -algunos de ellos son 
familiares- y por esa razón cuando nos enteramos de este proyecto votado en la Cámara de 
Representantes, tuvimos una conversación con el Diputado Yañez, quien nos señaló que en esa Cámara 
había sido votado de esa forma porque no tuvieron tiempo de estudiar la parte de los funcionarios, en vista 
del tratamiento de los U$S 30:000.000 relativos a la Enseñanza, lo cual impidió analizar profundamente 
este tema, trasladándolo al Senado para su estudio. La semana pasada fuimos recibidos por una 
Subcomisión donde planteamos estas apreciaciones. 


Además, para concretar el tema del articulado, el Tribunal presenta ocho artículos aprobados en 
la Cámara de Representantes, por un monto de U$S 140.000 aproximadamente, que abarca a esos 
funcionarios a los que nos referimos. 


Por otro lado, presentamos un proyecto del que vamos a entregar copias a los señores 
Senadores. La propuesta de los funcionarios se basa en el mismo presupuesto, aunque mientras el nuestro 
no llega a U$S 110.000, el presentado por el Tribunal alcanza los U$S 140.000. Dentro del Presupuesto 
que fue votado en la Cámara de Representantes, nuestra propuesta abarca a 63 de 74 funcionarios; es 
decir que con la misma partida votada en esa Cámara se está incluyendo a alrededor del 90% de los 
funcionarios del Tribunal. Mientras tanto, la propuesta votada en la Cámara y presentada por los señores 
Ministros comprende solamente el 4% del personal. 


Me parece que esto es bastante claro, porque supongo que la posición del Poder Ejecutivo 
siempre ha sido la de tratar de beneficiar a la mayor cantidad de funcionarios en todo proyecto de 
Rendición de Cuentas o de Presupuesto. En este caso, como vemos, la propuesta que presenta el 
organismo abarca a ocho funcionarios —como habíamos dicho- y la de la Asociación comprende 63 
funcionarios con el mismo presupuesto. O sea que no modificamos el monto. Es más: si miran la copia que 
les hemos entregado advertirán que el articulado es exactamente el mismo. Los ocho artículos que fueron 
aprobados en la Cámara de Representantes encuadran en los ocho que presentamos en nuestra 
propuesta. Es decir que no varía el número de artículos ni los montos, y lo único que se hace es una 
redistribución de esos montos para comprender a una mayor cantidad de funcionarios. En síntesis, ese es 
el tema que nos convoca a esta Subcomisión. 


Como ustedes pueden apreciar, en el articulado que presentamos hay algunos artículos que 
hablan de partidas fijas. Con esta presentación buscamos que los que ganan menos reciban más y los que 
ganan más reciban menos. Hemos hecho esto teniendo en cuenta la política que el Poder Ejecutivo ha 
llevado adelante hasta ahora, que busca que reciban más los que ganan menos y que reciban menos los 
que ganan más. Ese ha sido uno de los objetivos del gremio, y lo hemos llevado adelante a través de esta 
propuesta que estamos presentando. 


SEÑOR CARRASCO.- Quería recordar justamente a la Presidenta, señora Senadora Topolansky, que 
cuando concurrimos en oportunidad del estudio de la Ley de Presupuesto -quien habla estaba sentado en 
este pupitre, como en la escuela, y ella en otro cercano al mío- hablamos sobre lo que más o menos 
estamos pidiendo hoy. La señora Presidenta hizo algunas cuentas y dijo: “En realidad, es poco.” Al 
respecto, me quedé satisfecho en lo espiritual porque si una señora Senadora dice eso, uno piensa que 
seguramente algo saldrá. Cuando llegó el mes de enero de 2006, la sorpresa fue que no salió nada, porque 
en ese momento solamente fueron beneficiados —ese es el término- con la Ley de Presupuesto los señores 
Ministros, los señores Secretarios Letrados, la Prosecretaría Letrada y los diez abogados asesores 
contratados, dos por cada Ministro. Reitero que esas 18 personas fueron las beneficiadas en aquel 
Presupuesto, y muy ampliamente. Si decimos, por ejemplo, que esos señores Secretarios, abogados “part 
time” -por lo que pueden seguir trabajando en su profesión- pasaron de ganar $ 22.000 a $ 30.000, 
podemos ver que el aumento fue considerable. Allí todo el mundo quedó con la boca abierta y sin nada, es 
decir, ni siquiera contando con la cuota mutual, lo que creo es fundamental para el bolsillo de cualquier 
funcionario, que no tendría que enfrentar la erogación de $1.000 por mes. 


Hoy estamos reivindicando la postura de que los funcionarios —en su mayoría administrativos y 
jefes- que trabajamos en el Tribunal como mínimo desde hace 18 años -inclusive, algunos lo hacen desde 
hace 22 años, cuando retornó la democracia, y otros hace más tiempo porque estaban en el Ministerio de 
Justicia o en los distintos Juzgados- somos el basamento del Tribunal. Si los funcionarios administrativos 
no cumplimos las tareas, seguramente los profesionales que se están por arriba nuestro no van recibir en 
sus manos los expedientes. Es por ello que creemos que se debe contentar salarialmente al que 
diariamente toma la recepción de testigos, que es una prueba fundamental para los señores Ministros, pero 
de esta forma otra vez quedaríamos postergados en la Rendición de Cuentas. Por lo tanto, solicito a esta 
Comisión del Senado que tome como suyo el presupuesto que estamos presentado. Como dijo el doctor 
Harriague aquí mismo, para que no colapse el Tribunal, lo que tiene que estar más o menos bien 
remunerado es la base; en cualquier organismo, la base es el funcionario y sin ellos no llega nada a los 
cargos de arriba. Hoy —-como ayer y mañana- el Ministro precisa en sus manos el expediente totalmente 
tratado. ¿Tratado por quién? Por el funcionario, que es por donde comienza la acción de nulidad dentro del 
Contencioso. 


Con respecto a lo que dijo mi compañero di Ruocco quiero expresar lo siguiente. En la solicitud 
que están haciendo los Ministros los cargos se pierden porque se transforman. Por lo tanto, en la carrera 
funcional hay menos posibilidades de ascender a esos cargos porque son eliminados. 


Por último y para terminar, quiero expresar algo que los señores Senadores conocen. Dentro de 
la propuesta realizada por los señores Ministros hay dos casos que van en contra de toda ética y moral. 
Por un lado, se está favoreciendo al hijo de Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, doctor 
Lombardi y, por otro, a la hija del doctor Pressa, que está en comisión, para que sea presupuestada dentro 
del organismo. 


SEÑOR DI RUOCCO.- Para redondear, quiero decir que hay dos propuestas. Por un lado, hay una que fue 
presentada por el organismo, con un presupuesto determinado, que fue votada por la Cámara de 
Representantes y que abarca a ocho funcionarios con transformaciones de cargos, con cruzamiento de 
categorías y con la posibilidad concreta de que al desaparecer esos cargos se provoquen complicaciones y 
problemas en el escalafón del Tribunal. Por otra parte, la asociación de funcionarios presenta una 
propuesta que abarca la misma cantidad de artículos con un presupuesto menor y que contempla a 63 
funcionarios —en lugar de a 8-, es decir, al 90% de los funcionarios del Tribunal. Además, queremos aclarar 
que en nuestra propuesta no hay cruzamiento de escalafones sino que se piden partidas fijas en el 


escalafón técnico. Reitero que nuestra propuesta llega a 63 funcionarios, de prácticamente todos los 
escalafones del Tribunal, tal como ustedes podrán ver en la tercera hoja de nuestra propuesta. 


Entonces, con esta propuesta se cumple con el objetivo que siempre ha tenido el Poder Ejecutivo 
de llegar a casi la totalidad de los funcionarios y no a un grupo pequeño. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación y les decimos que nosotros estamos 
en la etapa de recibir delegaciones, por lo que cuando discutamos la Rendición de Cuentas tendremos en 
cuenta el planteo que nos hacen. Además, la propuesta que ustedes nos entregaron fue repartida a todos 
los señores Senadores y será parte de la discusión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Defensores de Oficio) 


Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay, 
quienes van a referirse a la Rendición de Cuentas. Quiero aclarar que cuentan con diez minutos para 
hacer su exposición. 


SEÑORA STURLA.- Quiero decir que soy la Presidenta de la Asociación de Defensores Públicos del 
Uruguay y estamos acá -gracias a la gentileza que han tenido en recibirnos- para plantear nuestra 
solicitud de que se apruebe el proyecto de Rendición de Cuentas que presenta la Suprema Corte de 
Justicia por el cual, por primera vez en muchos años, se otorga un aumento a los defensores públicos. En 
ese sentido, quisiera que haga uso de la palabra la doctora Clara Leite, Secretaria de nuestra Asociación, 
que es la avezada en estos temas. 


SEÑORA LEITE.- Es de conocimiento de los señores Senadores que en el Presupuesto fue votado al 
Poder Judicial un incremento del 33% de las retribuciones para una reestructura de sus funcionarios y un 
33% para una partida de incompatibilidad para los magistrados y cargos de particular confianza. Esto está 
establecido en los artículos 388 y 399 de la Ley N” 17.930. A esto se suma la cláusula gatillo prevista en el 
artículo 390, cuyo monto alcanza al 7%. 


Sin embargo, a los defensores públicos no se los incluyó dentro del 33%, estando solamente 
incluidos, a texto expreso, en el artículo 390, es decir, en la cláusula gatillo. En el primer año de ejecución 
del Presupuesto recibimos un 2% de aumento salarial por concepto de recuperación que percibían todos 
los funcionarios públicos. Recordarán los señores Senadores que cuando se consideró la Rendición de 
Cuentas del 2005 nosotros solicitamos entrevistas y fuimos recibidos por casi todos los Senadores de los 
tres partidos políticos. A su vez, cuando se analizó en la Cámara Alta, el Partido Nacional presentó un 
artículo aditivo que contemplaba nuestra situación. Si bien el artículo no fue votado en su oportunidad, 
recordamos muy bien —y seguramente también ustedes- que los señores Senadores que hicieron uso de la 
palabra fueron contestes en reconocer la injusticia a la que habían sido sometidos los defensores públicos 
en cuanto al tema salarial. En definitiva, el Parlamento, haciéndose eco de los reiterados reclamos de los 
defensores públicos, aprobó en la Rendición de Cuentas pasada —en el artículo 140- un incremento a partir 
del 1% de enero de 2007, de una partida fija para el perfeccionamiento académico. Esa partida fija 
solamente se da a aquellos defensores públicos que tienen dedicación exclusiva y, por lo tanto, no la 
perciben los que no la tienen, así como tampoco los procuradores. Es decir que no todos hemos recibido 
esa partida. 


Esta partida fija en dinero significa, para quienes la están cobrando -reitero, los defensores 
públicos con dedicación exclusiva- un incremento de un 10% en sus retribuciones. En la actualidad, los 
defensores públicos con dedicación exclusiva que perciben ese rubro, sumado al 2% -que ya habían 
percibido- están en un 12% de recuperación salarial, en tanto que los demás defensores públicos “part 
time” y los procuradores siguen con un 2%. 


El artículo 5” del Mensaje enviado por el Poder Judicial contempla -como decía nuestra 
Presidenta, la doctora Sturla- después de muchos años, a los defensores públicos, algo que para nosotros 
es gratificante. Allí se solicita que el escalafón VIl y Defensa Pública, del Poder Judicial, reciban igual 
porcentaje de recuperación salarial del salario real en el quinquenio, que la que perciban los funcionarios 
públicos de la Administración Central. Esta propuesta recoge, en parte, las aspiraciones de la Asociación 
de Defensores de Oficio del Uruguay y atenúa las injusticias padecidas en el pasado, ya que no éramos 
tratados igual que el resto de los funcionarios públicos de este país. Nuestras aspiraciones son recibir el 
mismo trato que el resto de los funcionarios públicos de nuestro país, algo que fue establecido como pauta 
por este Gobierno en el artículo 454 del Presupuesto Nacional. Además, pretendemos recibir el mismo trato 
salarial que tuvieron todos los funcionarios judiciales en este Presupuesto. Nuestro primer reclamo se 
estaría alcanzando con la aprobación del artículo 5* del Mensaje enviado por la Suprema Corte de Justicia 
pese a que, de todas maneras, estaríamos perdiendo lo no percibido hasta la fecha. 


Con respecto al segundo planteo, tenemos expectativas de lograrlo, por lo menos antes de la 
finalización del quinquenio. 


Esto es cuanto queríamos expresar. No sé si los señores Senadores tienen alguna pregunta para 
formular. 


SEÑOR LONG.- Quisiera saludar a nuestros invitados y, por otro lado, debo decir que no he recibido, fuera 
de la solicitud de la entrevista, otro material escrito. Por tanto, tengo alguna duda sobre si lo aprobado por 
la Cámara de Representantes contempla o no lo que están planteando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Cámara de Representantes aprobó los artículos 3?, 4? y 7” del Mensaje del 
Poder Judicial; la delegación que nos visita se refiere al artículo 5”, que no fue aprobado. 


SEÑORA LEITE.- Justamente, tenemos entendido que no fue aprobado el artículo 5 en la Cámara de 
Representantes y, por ello, concurrimos a la Cámara de Senadores para que se tome en consideración 
ese tema. 


SEÑOR LONG.- Ahora está claro el planteo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A su vez, en el Inciso 16 tenemos aprobados otros dos artículos, pero no tienen 
que ver con el Mensaje enviado por el Poder Judicial. 


Cabe aclarar que recién estamos en la etapa de recibir delegaciones, cuyos planteos serán 
tenidos en cuenta y analizados la próxima semana cuando ingresemos a la consideración de cada uno de 
los artículos. 


Por último, sólo nos resta agradecer la información aportada por la Asociación de Defensores de 
Oficio. 


SEÑORA LEITE.- Somos nosotros quienes agradecemos por haber sido recibidos y, naturalmente, 
esperamos una respuesta afirmativa a nuestra solicitud. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Defensores de Oficio) 


(Ingresan a Sala los representantes del Sindicato Médico del Uruguay) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos mucho gusto en recibir a los representantes del Sindicato Médico del 
Uruguay, a quienes recordamos que disponen de diez minutos para hacer su exposición. 


SEÑOR TOLEDO.- Efectivamente, estamos en conocimiento del tiempo asignado y, por tal motivo, 
procuraremos ser muy concretos en nuestro planteo. 


En primera instancia, debe quedar claro que el marco de la solicitud del Sindicato Médico del 
Uruguay tiene en cuenta la perspectiva de un nuevo formato asistencial, ante el anunciado Sistema 
Nacional Integrado de Salud. Por lo tanto, ese es el sentido de los planteos que venimos a formular. En ese 
sentido, el economista Lazarov y el escribano Lorente expondrán —desde el punto de vista económico, 
financiero y legal, respectivamente- acerca de los tres o cuatro puntos claves que consideramos que 
deberían ser tenidos en cuenta en función del Sistema Nacional Integrado de Salud y de la Ley de 
Descentralización de ASSE. 


SEÑOR LORENTE.- A modo de titulares, queremos hacer referencia al marco de la reforma que viene 
aprobando el Parlamento y a la Ley de Descentralización de ASSE. Indudablemente, se pretende generar 
un sistema en el cual se integre toda la actividad pública y privada. Uno de los aspectos que deseamos 
poner en conocimiento de los señores Senadores tiene que ver con la necesaria integración que también 
deberá darse en lo que hace al trabajo de los funcionarios médicos y no médicos, tanto del sector público 
como del privado. En ese sentido, en nombre del Sindicato Médico, que ha aportado elementos 
significativos para esta reforma que se está implementando en este período de Gobierno, queremos 
también hacer nuestro aporte con relación al tema de una normativa que regule en forma común, 
manteniendo las especialidades de cada caso, tanto al sector público como al privado. 


Estamos impulsando la búsqueda de una normativa de lo que se ha dado en llamar el laudo único, 
teniendo en cuenta que en la actividad privada la normativa vigente tiene cuarenta y dos años, y en Salud 
Pública aún más, por lo que es necesario adecuarla a estos tiempos. En lo que tiene que ver estrictamente 
con el tema de esta Comisión, consideramos que es necesario adecuar las retribuciones en uno y en otro 
sector, de manera que existan condiciones de trabajo y retribuciones comunes para que el sistema que se 
propone sea realmente un sistema integrado. 


SEÑOR LAZAROV.- Muy brevemente también, y en la misma línea de lo que se venía planteando 
anteriormente, quisiera realizar dos o tres consideraciones con respecto a esta Rendición de Cuentas. 


La primera de ellas es que en el caso del Inciso 12, si bien se prevé la creación de algunos 
organismos y algunas áreas específicas, entendemos que la inversión es insuficiente con respecto a la que 
sería necesaria para un proceso de descentralización de ASSE que la deje en condiciones de actuar en el 
sistema integrado de acuerdo con el rol que se le asigna. 


En segundo lugar, entendemos que a los efectos de que puedan converger hacia un punto único 
el sector público y el privado, el proceso de mejora progresiva del salario de los trabajadores médicos y no 
médicos de ASSE debe ser contemplado, pero en esta Rendición de Cuentas directamente no lo es. Las 
asambleas del Sindicato Médico han reiterado la necesidad de alcanzar una canasta básica de $ 30.000 
mensuales y hoy estamos alrededor de los $ 12.000. Es cierto que ha habido un aumento importante en 
este período, pero la realidad es que la base de remuneración era excesivamente baja. Creemos que 
existen posibilidades de redistribuir recursos sin aumentar el gasto, incluso dentro del propio Inciso, a los 
efectos de lograr el fortalecimiento de este proceso. Por ejemplo, hay una diferencia entre lo que se 
abonaba por aportes patronales y lo que se pasa a pagar por este concepto a partir de la reforma tributaria. 
También hay partidas relevantes provenientes del propio Presupuesto que en su ejecución podrían ser 
redistribuidas. De manera que consideramos que existen fondos para fortalecer este proceso que estamos 
planteando. 


En definitiva, entendemos que para que la descentralización de ASSE sea un proceso efectivo y 
exitoso se requiere de la infraestructura y la remuneración de los factores que producen los servicios con 


un criterio que no refleja, a nuestro juicio, esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR TOLEDO..- Quiero agregar que si bien tuvimos en la ley de Presupuesto la posibilidad de contar 
con más de cinco mil cargos para ser presupuestados, en la actualidad eso no se puede hacer por falta de 
recursos. Esto nos ha llevado a que en la realidad que vive hoy el Ministerio de Salud Pública, la mitad de 
los funcionarios médicos tienen la posibilidad de ser presupuestados, pero no así los suplentes y los que 
están dependiendo de las Comisiones de Apoyo y del Patronato del Psicópata. Esta situación se 
transforma en una herencia para el nuevo sistema descentralizado, por lo que estamos dando un 
nacimiento bastante complejo a un servicio que estaría constituyéndose desde el punto cero. Por lo tanto, 
consideramos que esto sería muy beneficioso para este nuevo servicio, que está dando una prestación 
muy importante porque está llegando a una población que todos conocemos. 


En segundo término, hay que tener en cuenta que el camino se vería muy entorpecido en lo que 
hace a la sincronización de un único sistema con la coordinación que tenemos que darle a lo privado y a lo 
público. Prácticamente, a partir de este momento, tenemos que dejar de lado eso tan clásico que era hablar 
de sector público y privado para referirnos a un único sector integrado. 


SEÑOR LONG.- Además de dar la bienvenida a esta delegación, quiero hacer dos preguntas. 


No me queda clara la situación de las personas cuya presupuestación fue oportunamente 
aprobada; se habló de un porcentaje del 50% en que eso no se ha concretado. ¿Esto fue porque la 
situación de esas personas no se vio incluida en aquel momento, o porque a pesar de que lo que se incluyó 
se ejecutó, quedaron casos que no pudieron ser contemplados? ¿Cuál es la razón por la que es tan alto el 
porcentaje de situaciones que no fueron contempladas? 


Aprovecho para efectuar la segunda pregunta. De lo que decía la delegación del Sindicato, me 
surgen dudas sobre diversos elementos conceptuales, en varios campos. 


Concretamente y sobre el tema de la Rendición de Cuentas, sería útil para nosotros tener alguna 
propuesta o sugerencia más específica en relación a su texto. Reitero que los elementos conceptuales 
fueron muy buenos y claros para mí, pero también sería necesario contar con este otro aspecto operativo. 


SEÑOR TOLEDO.- Parte de la respuesta a la primera pregunta la tuvimos hoy, cuando mantuvimos una 
reunión tripartita en el Ministerio de Salud Pública y se nos comentaba, justamente, por qué estamos tan 
retrasados en la presupuestación. Una de las razones es esa, es decir, que si bien los cargos están, como 
habría que presupuestar como mínimo a 12.000 personas, en virtud del decreto relativo al salario básico 
hoy no están los recursos. Esta fue la respuesta que nosotros obtuvimos: están los cargos, pero no los 
recursos. 


Hay otro tema que no es menor y sobre el cual también hay una ley en el Parlamento, relativa al 
doble cargo. Hoy hay situaciones que transitoriamente tendríamos que contemplar. Por eso planteamos la 
ley del doble cargo, para que algunas situaciones que se han dado puedan ser contempladas y, en virtud 
de ese mecanismo, también acceder a la presupuestación. Por supuesto que esto se haría, como dije, en 
forma transitoria, a pesar de que tienen un cargo vigente, y por única vez. Sin embargo, este no es el 
grueso de las situaciones, sino que estamos hablando de un número menor de casos. Esta iniciativa 
facilitaría mucho el tránsito de un sistema al otro y por eso fue planteada así. Sin embargo, el grueso de los 
casos se está dando, como dije —y según nos comentan desde el Ministerio de Salud Pública- por la falta 
de recursos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar algo a los integrantes de la Comisión, aunque tal vez lo sepan 
mejor que yo. 


Las modalidades de contratación del Inciso 12, Ministerio de Salud Pública, son muchas, lo que 
hacía de la plantilla de esa Cartera algo bastante caótico. Por eso señalaba el doctor el tema de las 
comisiones de apoyo, que eran formas de contratación; también hay otras modalidades en virtud del 
artículo 410, etcétera. 


Es decir que, en realidad, lo que la Ley de Presupuesto votó fueron regularizaciones, para tratar 
de que todo el mundo tuviera su carrera funcional y claras sus perspectivas dentro del organismo en el que 
le toque desempeñar tareas. 


Cuando votamos la Ley de Presupuesto ya sabíamos que en este caso, donde el personal es la 
clave del Inciso —-como sucede en el Ministerio de Educación y Cultura y en algún otro- la situación es 
particularmente compleja. 


De todos modos, nosotros tomamos nota de las inquietudes, pero sería bueno —tal como 
planteara el señor Senador Long- que si ustedes tienen una propuesta concreta, nos la hagan llegar por 
escrito porque eso facilitaría el trabajo de la Comisión a la hora de la discusión en lo que tiene que ver con 
el Inciso 12. 


SEÑOR TOLEDO.- Una interrogante que se nos planteó durante la última semana se refiere a una 
situación que involucra a los médicos militares, ya que mediante un inciso de esta Rendición de Cuentas 
ellos están perdiendo la equiparación. Nosotros tenemos más preguntas que certezas a este respecto. 
Hemos recibido la preocupación de los médicos militares porque quedarían congelados en su categoría 
actual. Ellos tienen la posibilidad de pasar a un sistema, ya no de equiparación, sino civil. ¿En qué 
condiciones se daría ese pasaje? ¿Habría dos escalafones dentro del Hospital Militar: uno militar y otro 
civil? ¿Cuáles serían las condiciones de trabajo de este último? ¿En qué escala salarial estaría? 


La última preocupación —y no menor; es muy importante- es cómo afectaría esto el 
funcionamiento del Hospital Militar, que hoy en día está brindando un servicio de nivel muy elevado y a una 
importante población. A este respecto tenemos más interrogantes, pero no queríamos dejar pasar el 
momento de plantear el tema, porque los artículos que involucran a estos profesionales están incluidos en 
esta Rendición de Cuentas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quería aclarar que ese tema fue objeto de discusión en ocasión de la última 
comparecencia del Ministerio de Defensa Nacional. El señor Subsecretario decía que, en realidad, el 
Hospital Militar actúa como una mutualista más en relación a una cantidad de pacientes civiles, familiares 
de militares, que se atienden allí. 


La intención del Ministerio es dejar una parte de Sanidad Militar para la cuestión propia de la 
carrera militar, que tenga que ver con las emergencias bélicas, las misiones de paz y otros eventos de ese 
tipo, y destinar otra parte de la institución a la atención de los familiares del personal, actuando como una 
mutualista más. 


La Comisión aún no ha estudiado esto en detalle, pero queríamos darles a conocer esta 
información, porque es un tema polémico que será discutido en este ámbito durante la próxima semana. 


SEÑOR TOLEDO.- Nosotros tampoco tenemos claro el tema, pero aprovechamos la oportunidad para 
plantearlo. Pensamos que el primer paso sería conversar con la señora Ministra de Defensa Nacional. 


Dejamos constancia de nuestra preocupación y reiteramos que todavía no tenemos posición al 
respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si nos hicieran llegar su propuesta por escrito, nos facilitarían el trabajo de la 
Comisión. 


Agradecemos su comparecencia. 
(Se retiran de Sala los representantes del Sindicato Médico del Uruguay) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


La Subcomisión de Audiencias recibe y da la bienvenida a la delegación de la Coordinadora de 
Jubilados y Pensionistas del Uruguay, quienes asisten para plantearnos su posición en torno al Proyecto de 
Ley de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR MORALES.- Como Secretario General de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay, adherida al PIT-CNT, quiero expresar a los señores Senadores, al comenzar mi exposición, 
que hace muchos años que venimos al Poder Legislativo “uno de los Poderes del Estado y pilar de la 
democracia uruguaya- y que hemos confiado en él durante toda una vida. Sin embargo, en esta 
oportunidad, cuando se nos concedió la entrevista, vacilamos en cuanto a concurrir, porque se nos ha 
acotado el tiempo de exposición y, ¡vaya si tendremos los jubilados cosas para decir! Precisaríamos varios 
días para hablar de la tremenda, angustiosa y triste situación por la que atraviesan cientos de miles de 
hombres y mujeres, cuyo único pecado ha sido el de haber trabajado, creado riquezas, dado familia al país 
y envejecido. Lo cierto es, pues, que se ha dispuesto un plazo de 10 minutos para que hagamos nuestra 
exposición. 


Cuando se trató el tema de los fueros, escuchamos decir a los 
señores legisladores de la mayoría que se sabía que no había número, pero que por la credibilidad que 
debe tener este Poder del Estado era necesario de todas maneras llevar adelante ese debate. Nosotros 
creemos que no es únicamente de esa forma que se le da credibilidad a las instituciones del Estado. Por 
ello, no entendemos que se nos conceda una entrevista de este tipo y que antes de instalarse la Comisión 
se manifieste por parte de legisladores de la mayoría —o por parte del Parlamento, pues esto es 
responsabilidad de todas las bancadas- que en el proyecto de Rendición de Cuentas no se va a modificar 
un ápice lo aprobado por la Cámara de Representantes. Dentro de lo aprobado en esa Cámara, por 
supuesto, nuestro justo reclamo ni siquiera fue tenido en cuenta. 


De todas maneras, resolvimos venir porque, aunque sea para la crónica de la vida parlamentaria, 
debe quedar constancia de nuestro descontento y de esta falta de credibilidad -en este momento de la vida 
del país- en uno de los pilares de la democracia. Si se dice de antemano que no se va a cambiar nada, no 
entendemos para qué se nos convoca. 


Sabemos que la Comisión no tiene potestades en materia de seguridad social y que la iniciativa 
la tiene el Poder Ejecutivo. No obstante, queremos plantear un solo tema, concretamente, el cambio en los 
mecanismos de ajuste de los salarios de los funcionarios públicos. Desgraciadamente para ellos y para 
nosotros también, a través de lo dispuesto en la Ley N* 16.903, los ajustes a los sueldos de los 
funcionarios públicos quedan atados a los de los jubilados. El problema es que no les otorgan aumentos a 
los funcionarios públicos para no otorgárselos a los jubilados, y no se aumentan las jubilaciones para no 
aumentar el sueldo de los funcionarios públicos. 


En cuanto a los ajustes, debemos señalar que de un régimen cuatrimestral pasamos a uno 
semestral o anual. Ya hace dos años que vamos camino al ajuste anual. El año pasado, recién a los nueve 
meses se produjo un cambio y fue un adelanto que en la gran mayoría de las pasividades significó un 
aumento de $30 o $40. Este año llevamos el mismo caminos e, incluso, no sabemos si va a haber adelanto 
O no, pero si lo hay y es del orden de lo que fue el año pasado, es una burla grotesca a la triste situación 
que padecen los viejos de este país. 


No sabemos, ni es nuestro cometido, traer una fórmula de cómo cambiar esos mecanismos, 
pero se tiene que entender que para un viejo no es lo mismo esperar cuatro meses, que seis meses o un 
año. Hemos perdido calidad de vida en lo que va de este año, donde el IPC ya alcanzó el 6% y no lo vamos 


a recuperar en enero del año que viene cuando tengamos otro ajuste. Lo que comimos de menos, los 
medicamentos que no pudimos tomar, la calidad de vida que perdimos, por razones sencillas, no los vamos 
a recuperar porque de una vez no vamos a poder comer lo que en su momento no pudimos, ni vamos a 
poder tomar los medicamentos. Es más, por razones biológicas, miles de viejos no van a estar en enero del 
año que viene para recibir ese aumento que debería otorgarse en el mes de julio. 


Como estamos convencidos de que los señores Senadores no van a cambiar absolutamente 
nada de lo que fue aprobado en la Cámara de Representantes, creemos que este planteo no va a ser de 
recibo, porque no están dispuestos a tomarlo, tal como lo han expresado. Estas no son palabras mías, sino 
de legisladores integrantes de la mayoría. 


También, con todo respeto pero con mucha firmeza, les llamamos la atención a los legisladores 
de la oposición porque el Parlamento se compone de representantes de todos los partidos políticos. 
Creemos que no se va por buen camino al convertir esto en la crónica de una muerte anunciada, porque ya 
sabemos que no se va a tomar en cuenta este reclamo que hacemos de cambio en los períodos de ajuste 
de los funcionarios públicos. 


Los otros temas de la seguridad social los planteamos en las Comisiones que correspondan. Si 
los señores Senadores tuvieran voluntad política para hacer lo que solicitamos, podrían hacerlo, pero el 
problema es que haya voluntad política. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar a la delegación que todas nuestras visitas cuentan con el mismo 
tiempo, porque son muchas las audiencias que tenemos que recibir en relación al Proyecto de Rendición 
de Cuentas. 


SEÑOR VAILLANT.- Quiero decir a esta delegación que ni esta Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda en su conjunto, ni la bancada mayoritaria, han resuelto en ningún momento que aquí se va a 
aprobar un texto igual, sin mover un ápice del que vino de la Cámara de Representantes. No conozco 
ningún legislador que lo haya dicho, pero si alguien lo hizo, hoy les puedo asegurar que no va a ser así. 
Esa no es la decisión, vamos a hacer las modificaciones que se entiendan convenientes y sean posibles de 
realizar. Eso no debe ser interpretado —y tengo que aclararlo- como que se va a satisfacer exactamente lo 
que solicitan. Lo que sí digo es que no tengo ninguna duda de que la Rendición de Cuentas va a volver a la 
Cámara de Representantes, porque va a tener modificaciones en el Senado. ¿Cuáles serán? Las veremos 
cuando terminemos de recibir a las delegaciones, a cada uno de los representantes de los distintos Incisos 
y entremos en el análisis y en el lógico debate. 


Me parecía importante hacer esta puntualización porque la referencia de que ya estaría tomada 
la decisión de no mover un ápice lo votado en Cámara de Representantes no se ajusta para nada a la 
realidad. 


SEÑOR LONG.- Saludo, en primer lugar, a la delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas 
del Uruguay que nos visitan. 


En segundo término, en nombre de la bancada de nuestro partido, quiero dejar constancia de 
que estamos considerando este proyecto -tal cual es nuestra responsabilidad- en el entendido de que está 
absolutamente abierto. De hecho, venimos librando batalla en la gran mayoría de los Incisos y vamos a 
proponer modificaciones en muchos de ellos, por no decir en todos. Tenemos un conjunto importante de 
aditivos y sustitutivos que presentar, y vamos a librar con mucha energía batallas que nos parecen muy 
importantes para el país. De modo que estamos trabajando en esa actitud, estudiando uno a uno cada 
caso que va llegando. Los colegas y las propias versiones taquigráficas son testigo de que hacemos 
preguntas, planteamos inquietudes, sugerimos ideas y estamos trabajando en la preparación de todos esos 
elementos. 


De modo que, en la misma línea, les solicitamos que nos hagan llegar toda la información de que 
dispongan y sus propuestas. Quedó claro que el tema único y central que en este momento están 
planteando —no porque no haya un conjunto de problemas más que grandes- es el relativo al mecanismo 
de ajuste de las pasividades. En esa línea, la información, sugerencias o propuestas que nos hagan llegar 
serán recibidas con mucho gusto. Nosotros estamos actuando como corresponde y siempre en el 
entendido de que este proyecto está abierto; mientras se analice, hasta el último día, estaremos en 
condiciones de seguir peleando por las causas que consideramos justas. 


En síntesis, estamos a vuestra disposición para recibir las inquietudes y planteos específicos en 
línea con lo que adelantó el señor Presidente de la Coordinadora. 


SEÑOR MORALES.- Señora Presidenta: en cuanto a los tiempos, debo señalar que no me olvido de mi 
pasado como funcionario público y viejo luchador de COFE. Por lo tanto, conozco los plazos que tiene el 
Poder Legislativo para tratar los proyectos de Rendición de Cuentas. Seguramente, si no hubiera tanto 
apuro por tratarlo antes de que finalicen los plazos, quizás habría un poco más de tiempo para atender a 
las delegaciones. Estamos hablando en nuestro nombre, pero los demás dirán lo que tengan que señalar al 
respecto. 


En cuanto a que ha habido anuncios y a que nosotros calificamos esto como “la crónica de una 
muerte anunciada”, pedimos respetuosamente al señor Senador Vaillant que eso lo discuta con miembros 
de su bancada, porque hemos oído decir por la televisión a legisladores de la mayoría parlamentaria que 
el proyecto no se va a mover un ápice. Nos alegra que esto no sea así y que el señor Senador Vaillant nos 
diga que este no es el sentir de su corporación, sino que ello puede ser producto de alguna interpretación 
individual. Y tanto a él como al señor Senador Long les pedimos que en esas consideraciones que se 
hagan, recojan este justo reclamo que estamos haciendo. 


Para finalizar, les pedimos que recuerden que para un viejo no es lo mismo esperar seis meses 
que un año. En esa espera de varios meses más, puede ir la vida. 


SEÑOR VAILLANT.- Simplemente, quisiera formular una pregunta. ¿Nuestros invitados están proponiendo 
que modifiquemos el sistema de ajustes de pasividades que fue resuelto con la modificación a la 
Constitución? Digo esto porque los aumentos de las pasividades hoy están atados en tiempo y forma a los 
aumentos de la Administración Central, es decir, a los de los funcionarios públicos. ¿Ustedes están 
planteando algo distinto o contrario a lo que en aquel momento votamos en el Plebiscito? 


SEÑOR MORALES.- Lo que ocurre es que hay un cruce de normativas. Sabemos que esta no es la 
instancia para modificar el artículo 67 de la Constitución y que para ello se necesita otro tipo de mayorías, 
etcétera. Dicha norma señala que las jubilaciones y las pensiones se ajustarán en los mismos períodos 
que los salarios de los funcionarios públicos. Ahora bien, la que dispone los períodos de los ajustes de los 
funcionarios públicos es la Ley N* 16.903. Entonces, lo que estamos proponiendo es que se modifiquen los 
incisos primero y segundo del artículo 1% de dicha ley, que tiene que ver con la adecuación del período 
según el comportamiento del IPC. 


SEÑOR VAILLANT.- Me queda claro el planteo que realiza la delegación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para resumir, podríamos decir que lo que solicitan es la introducción de una 
norma que modifique el primer y el segundo inciso del artículo 1% de la Ley N* 16.903. 


SEÑOR MORALES.- El concepto es ese; en realidad deberíamos cotejar bien los números. 


Para terminar, queremos agradecer por habernos permitido expresarnos y agregar que no crean 
que no nos costó trabajo formular estas expresiones. Es sabido que la mayoría de los militantes sociales — 
y ese es un problema que tienen los partidos tradicionales- hemos pertenecido durante toda la vida a la 


izquierda del país. Entonces estamos muy doloridos; queremos creer pero para ello hay que poner hechos 
encima de la mesa. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos la presencia. 
No habiendo más delegaciones que recibir, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 06 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


